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           En la presente investigación se tiene por fin estudiar la problemática que se 
evidencia en el marco de la Justicia Transicional desde la Ley 975 de 2005 y Ley 1448 de 
2011 conforme a la reparación de la víctima integral, especialmente cuando hace referencia 
al perdón, normas que se han implementado en Colombia como medida para la terminación 
del conflicto armado, conseguir la paz estable y duradera en la sociedad. 
Estas normas, contemplan unos fines y objetivos que se resumen en la obtención de 
verdad, justicia, reparación y no repetición, en este caso, se hará referencia especial a una 
de las formas de reparación (reparación simbólica) que se les ha otorgado a las víctimas del 
conflicto armado. No obstante, se trata de una reparación que se encuentra a cargo de 
quienes ocasionaron el daño o perjuicio, es decir, quienes hacen parte de los grupos 
guerrilleros que han dejado las armas y hacen parte de estos procesos de justicia 
transicional, una reparación que consiste en pedir perdón por los actos de guerra a las 
víctimas o familiares de las víctimas, y que solo basta con llevarlo a cabo para la obtención 
de un beneficio que disminuiría la sanción penal. 
Sin embargo, llevar a cabo esta reparación de pedir perdón puede significar para las 
víctimas una forma de “revictimización”, es decir, que encuentren en este acto más dolor e 
impotencia al desear un castigo más severo por el daño ocasionado en el desarrollo del 
conflicto armado, en vez de obtener garantías que hacen parte de una justicia restaurativa. 
Resulta entonces necesario revisar la conveniencia de recibir una reparación 
simbólica por parte de los integrantes de grupos armados que se han acogido a una justicia 
transicional, entendiendo que para las víctimas no es suficiente un perdón para ser 
resarcidos integralmente por el Estado, es decir, no se les garantizaría la verdad, justicia, 
reparación y no repetición, sino que se convertiría en un simple símbolo que para los 
integrantes de grupos guerrilleros desmovilizados puede convertirse en una burla a los 




La “reparación simbólica por orden judicial” en el marco del conflicto armado en 
Colombia se ha mencionado conforme al régimen de justicia transicional, la Ley 975 de 
2005 (Ley de Justicia y Paz) y demás concordantes normas que incorpora una justicia 
especial para quienes han infringido la ley en medio del conflicto, siendo integrantes de 
grupos guerrilleros, insurgentes que utilizaron las armas en contra de la población civil y 
pública. 
La reparación simbólica resalta en los países donde se establece un régimen de 
justicia transicional, un sistema de justicia novedoso y especial para alcanzar la tranquilidad 
y la paz en los territorios, donde los grupos al margen de la ley se compromete a dejar de 
cometer actos de guerra y confesar hechos delictivos que permitieran a las víctimas 
esclarecer situaciones fácticas que vulneraron derechos fundamentales.  
Sin embargo, la reparación simbólica por orden judicial no resulta ser para la 
víctima satisfactoria para la recuperación y reintegración del daño ocasionado, sino un 
proceso donde se re-victimiza teniendo efectos negativos emocionales y psicológicos. 
Hoy en día, existe duda de la verdadera existencia de la reparación de la víctima 
conforme a los fines de una justicia transicional creada a partir de políticas desarrolladas 
internacionalmente para alcanzar la paz, donde el Estado debe acogerse para evitar se sigan 
transgrediendo Derechos Humanos.  
Así mismo, se determinan como reparación a las víctimas unos fines esenciales en 
la justicia transicional como la verdad, justicia, reparación, entiéndase esta última como 
“las acciones que comprendan por la restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción; y garantías de no repetición de las conductas” (Congreso de la República. Ley 
975 de 2005, Art. 8) 
Haciendo énfasis en la reparación simbólica, ésta es una prestación a favor de las 
víctimas del conflicto armado para que se preserve la memoria histórica, se acepten los 
hechos conduciendo a la verdad, a fin de obtener perdón público y restablecer la dignidad 




simbólica por orden judicial significa un absurdo frente a la proporcionalidad del daño que 
contempla la vulneración de derechos humanos y así mismo, una contradicción a los 
principios del Derecho Internacional Humanitario, considerando que la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos que impone al Estado mismo, mantener la memoria 
histórica y alcanzar el perdón de quienes hacen parte de un régimen de justicia y paz para 
alcanzar la paz en la sociedad. 
 
En Colombia la aceptación del principio de justicia transicional, que entre otras cosas, 
justifica las reducciones significativas de penas a los victimarios a cambio de fortalecer 
los mecanismos que garanticen los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, la 
reparación y las garantías de no repetición, en la que se establecía una única pena de 
entre cinco y ocho años para los paramilitares que hubieran cometido delitos de lesa 
humanidad. (Gutiérrez, 2010, p, 38) 
 
           Ahora, la Ley 975 de 2005, consistió en una disposición normativa que benefició a 
más de 32.500 paramilitares y las Autodefensas, la cual fue objeto de debate jurídico al 
evidenciarse cierto riesgo para las víctimas del conflicto armado, ya que, en el ejemplo de 
la reparación simbólica se considera ineficaz e improcedente frente al daño que lesiona los 
Derechos Humanos, y en diversos hechos delictivos ha terminado con la vida de seres 
queridos, la desaparición forzada de familias que jamás van a poder recuperar el tiempo 
perdido con un perdón por orden judicial, el cual debería ser conseguido por mérito propio 
de los victimarios que fueron o hacen parte de grupos al margen de la ley.  
 
Algunos de los resultados hasta el momento, sobre todo la satisfacción del derecho a la 
verdad son escasos, pese a instrumentos como el de versión libre consagrada en el 
artículo 17 de la Ley 975 de 2005, aunque cabe resaltar que los hechos confesados por 
los paramilitares desmovilizados han  permitido conocer información invaluable para 
los familiares de las víctimas, que hubiera sido muy difícil recolectar en otro contexto, 
gracias a que han permitido entre otras, la ubicación y exhumación de fosas comunes y 
la entrega de los restos a sus familiares, acciones liberadas por la Fiscalía (…). 




       Existen diferentes medidas de justicia transicional en Colombia creadas para armonizar 
las obligaciones que se tienen con instrumentos internacionales ratificados por Colombia 
para materializar los derechos de las víctimas. Es el caso de normas como por ejemplo, la 
Ley 1424 de 2010 que determinó la obligación de los desmovilizados a contribuir con la 
verdad histórica y reparación; la Ley 1448 de 2011 determinó medidas en atención, 
asistencia y reparación integral a víctimas del conflicto armado interno; la Ley 1592 de 
2012 que introdujo codificaciones a la Ley 975 de 2005 para reincorporar a miembros 
organizados al margen de la ley, firma de acuerdos humanitarios que cumplieran con los 
fines de justicia transicional.  
Es así, que se incorpora al sistema normativo de Colombia la reparación simbólica, 
el ofrecimiento de disculpas y perdón público condicionado a una orden judicial en favor de 
las víctimas, no obstante, se considera un tema riesgoso para la víctima, ya que no se sujeta 
al cumplimiento o resarcimiento eficaz para la misma, sino para el cumplimiento formal 
que permitirá el acceso a diferentes beneficios que otorgan las normas que hacen parte del 
proceso de justicia transicional.  
Mediante sentencia judicial se ha ordenado la realización del ofrecimiento de 
disculpas y pedimento de perdón en público como actos simbólicos de reparación a 
víctimas. Como quiera que se ha acudido a la aplicación de diferentes modelos de justicia 
que comportan variados elementos de reparación integral, respecto de estos actos de 
reparación simbólica es necesario establecer si se pueden construir en factor que victimice 
nuevamente.  
Hay audiencias en el trámite de la Ley 975 de 2005 donde es pertinente por parte de 
los victimarios que han hecho parte de grupos al margen de la ley en razón del conflicto 
armado pedir disculpas a las víctimas, una situación que se da en virtud de los establecido 
en la norma visto como una oportunidad de restablecimiento de derechos de quienes han 
sido objeto de vulneración de derecho humanos, situación que para algunos obtiene el 
perdón y en otras no lo obtienen debido a la ofensa y daño causado, donde solo manifiestan 




Es una situación que ha estado precedida de un escenario en el cual las víctimas 
aprecian el interactuar de los postulados en el desarrollo del trámite procesal, donde la 
dinámica básicamente consiste en referir indistintamente gran cantidad de hechos con 
sinnúmero de víctimas, indicando diferentes móviles y atribuyendo la obtención de la 
información a las fuentes de inteligencia del grupo delictivo e indicando que no realizaban 
ninguna labor de verificación, que ciertamente se cometieron errores y que están 
comprometidos con no volver a delinquir, en especial para el caso particular de los 
máximos comandantes no conocieron los hechos en detalle y manifiestan aceptar la 
responsabilidad por línea de mando, de igual forma también piden perdón. 
No obstante, se evidencia por parte de la víctima una justicia restaurativa mas no 
retributiva en el entendido que las penas son más laxas y no contienen ningún tipo de 
proporcionalidad frente al daño ya que se previó un nuevo sistema que permitirá negociar la 
dejación de armas en favor de encontrar la paz en la sociedad, aun así, pasando por alto el 
verdadero sentir de las victimas siendo re-victimizadas por el ordenamiento jurídico 
especial de justicia transicional.  
En este sentido, las víctimas manifiestan sentirse victimizadas nuevamente cuando 
el agresor insiste en pedir perdón por la exigencia judicial, en procura de satisfacer la 
obligación judicial y acceder a los beneficios previstos en virtud del cumplimiento 
dispuesto en sentencia judicial.  
Por ello, se requiere responder a la siguiente pregunta investigativa ¿de qué forma, 
la reparación simbólica por orden judicial, otorgada por los beneficiarios de la justicia 
transicional en Colombia (Grupos Armados Guerrilleros) resulta satisfactoria para las 
víctimas del conflicto armado? 
El objetivo general será entonces identificar si la reparación simbólica por orden 
judicial por parte de integrantes de grupos guerrilleros genera satisfacción o una real 




Como objetivos específicos se requiere identificar los criterios de reparación 
integral a víctimas del conflicto armado a nivel nacional e internacional; analizar los fines 
de la reparación simbólica conforme a la teoría del perdón y justicia restaurativa; proponer 
la eliminación de la reparación simbólica por orden juridicial sin contrarias el mandato 
internacional y nacional, sólo que se lleve a cabo esa reparación con un verdadero sentir de 
quien causo el daño sin la espera de un beneficio que mejore la situación del delincuente.  
La metodología utilizada será la descriptiva evidenciando la importancia de la 
ejecución de una justicia transicional sin que se transgredan los derechos de las víctimas 
que han sido objeto del conflicto armado en Colombia, llevando a cabo formas de 
reparación integral, con observación a transformar la reparación simbólica siempre que la 
víctima acceda a esta forma de reparación. Las investigaciones descriptivas buscan la 
evaluación de aspectos relevantes ante los fenómenos que consisten en la reparación de 
víctimas en el marco de la Ley de justicia y paz.  
Se requiere de la búsqueda de fuentes bibliográficas como Verba Iuris, Dialnet, 
repositorios de diversas universidades a nivel nacional e internacional, doctrina, 
normatividad y jurisprudencia, con el fin de resolver todas las vicisitudes evidencias en la 
problemática planteada.  
La investigación se llevó a cabo en tres capítulos que consisten en: en el primero se 
buscará el concepto de la justicia y paz, justicia transicional, los fines de la Ley de justicia y 
paz frente a los derechos de las víctimas como obligación de protección del Estado Social 
de Derecho; en el segundo capítulo se revisaran los métodos utilizados a nivel nacional e 
internacional para la reparación de las víctimas del conflicto armado, haciendo referencia a 
los principios de Derecho Internacional Humanitario, la norma y jurisprudencia y se llevará 
a cabo la explicación de la reparación simbólica por orden judicial; y el tercer capítulo, se 
estudiaran las diferentes teorías que hacen énfasis en la teoría del perdón, la justicia para 
evitar se revictimice a las víctimas del conflicto armado y se permita la obtención de una 













Generalidades de la Justicia Transicional en Colombia 
 
            La Justicia Transicional en Colombia tiene unos fines que son de gran importancia 
para el Estado en general, lo que requiere de pasar de un estado de guerra a uno de paz, y 
para ello, el Gobierno aprueba unas normas que beneficiarían a aquellos que desean dejar 
las armas y cooperar con la reparación de las víctimas en el marco del conflicto armado. 
Por ello, es necesario revisar conceptos tanto de la Ley de Justicia y Paz y Ley de Víctimas 
que establecen la medida de reparación simbólica (perdón). 
 
1.1. Concepto Ley de Justicia y Paz 
           La Ley de Justicia y paz en Colombia nace con la Ley 975 de 2005 la cual dicta 
disposiciones para reincorporar a miembros de grupos armados que desean contribuir con la 
consecución de la paz y el debido respeto de acuerdos humanitarios. 
Es una ley dirigida a facilitar acuerdos de paz con miembros de grupos armados al 
margen de la ley que quieren reincorporarse a la vida civil, dejando las armas de manera 
individual o colectivamente para garantizar los derechos de las víctimas a la verdad, justicia 
y reparación integral. (Ministerio de Justicia, 2018) 
Delgado (2011) expone un concepto del proceso de justicia y paz observado desde 




materiales, a través de los cuales se valida o se cuestiona este campo, y en especial, las 
estrategias jurídicas y políticas de clasificación impuestas desde el lugar privilegiado del 
Estado”.  
La Ley de Justicia y Paz es un proceso que conlleva a la búsqueda del 
desmantelamiento de estructuras de grupos armados al margen de la ley, por intermedio de 
medidas especiales de reconciliación que obliga a sí mismo a la desmovilización para la 
reconstrucción de la paz. Por ello, la Ley estipula que en el proceso de reconciliación 
nacional es fundamental garantizar el derecho a la verdad, justicia y reparación de las 
víctimas. (Delgado, 2011) 
González y otros (2012) refieren que la ley de justicia y paz hace parte de un 
régimen en transición que crea mecanismos judiciales y no judiciales para que satisfagan 
los derechos de las víctimas de manera oportuna y plena. “Pese a los esfuerzos de la 
Fiscalía General de la Nación, el progreso en 2009 en la satisfacción de los derechos de las 
víctimas bajo la Ley Nº 975 de 2005, ha sido modesto”. (p, 95) 
El derecho a la verdad bajo la ley ha obtenido algunos resultados positivos, fruto del 
tesón creativo de la Fiscalía. Ha habido avances importantes en la búsqueda de la verdad, 
como las revelaciones de la llamada "parapolítica", las más de 6.000 compulsas de copias 
sobre otros crímenes que permanecían impunes y los esfuerzos en la búsqueda de 
desaparecidos. 
González (2012) sostiene que “el Gobierno Nacional no buscó, con la expedición de 
la Ley 975 de 2005, llamada Ley de Justicia y Paz, el logro de la Paz, sino que por el 
contrario soportó su mandato en la política denominada Seguridad Democrática que en el 
fondo era una política de guerra frontal contra los grupos insurgentes, para lo cual requería 
cerrar el frente militar que implicaban los paramilitares y concentrarse en su propósito 
fundamental que era la destrucción de las guerrillas en Colombia”. (p, 12) 
La definición de justicia y paz hace referencia a los procesos de justicia transicional 




reflexionan acerca de: Los procesos de justicia transicional buscan una transformación de 
orden social y político, para reemplazar la guerra por un estado de paz, pasar de una 
dictadura a un sistema democrático, dejando atrás un conflicto armado reconstruyendo el 
tejido social para lograr un equilibrio con las exigencias de justicia y paz, que permite el 
desarrollo de los derechos de las víctimas del conflicto armado.   
Hay que reconocer al interior de estos procesos de justicia transicional que existen 
tensiones en las negociaciones; pero si bien es cierto, al reconocerlas el proceso a largo 
plazo puede brindar los frutos trazados, dando aplicación durable al proceso que tiene por 
fin alcanzar la paz, “Por lo que puede resultar necesario flexibilizar, aunque no anular, 
ciertos requerimientos de justicia en pro de la consecución de la paz”. (Muñoz, 2013, p, 80) 
En el marco del proceso transicional, en negociaciones de paz es fundamental tener 
como posibilidad la de excluir una justicia retributiva, pero donde no puede existir una 
justicia impune, es decir, se deben implementar medidas justas que permitan garantías a las 
partes, tanto para los desmovilizados y las víctimas. 
Existen cuatro tipos de justicia transicional: Se distinguen por el mayor o menor 
peso que se otorgue al victimario, por la importancia de los derechos de las víctimas, por el 
perdón a los crímenes cometidos por “por aquéllos y al olvido de los hechos ocurridos”. 
(Muñoz, 2013, p, 80) 
El modelo de justicia transicional se funda en el perdón de las personas responsables 
de crímenes cometidos en razón del conflicto armado, basándose en diferentes formas de 
negociación de paz que consideran como derechos de las victimas la verdad, justicia y 
reparación. Es por naturaleza la consolidación de la democracia, pasando de una justicia 
retributiva a una restaurativa. 
Por ello, es de gran importancia las transiciones democráticas que legitiman normas 
y medidas que imponen obligaciones a quienes hacen parte de las negociaciones, 
reconociéndoles algunos beneficios, en favor de colaborar con la verdad, justicia y 




transicionales elaborados por medio de estos mecanismos garantizan la existencia de 
espacios de deliberación para todos los interesados en el conflicto y, al hacerlo, adquieren 
un alto grado de legitimidad, permiten alcanzar un consenso entre los diferentes sectores 
sociales y obtienen el apoyo internacional que resulta tan útil e importante en este tipo de 
procesos”. (Muñoz, 2013, p, 80) 
 
8) En conclusión, la transición del conflicto armado a la paz debería realizarse, en 
Colombia, dentro del paradigma sustantivo de los “perdones responsabilizantes”, con un 
componente retributivo importante y dentro del modelo formal de las transiciones 
democráticamente legitimadas, pero admitiendo la posibilidad de restringir algunos de sus 
mecanismos en razón de los límites impuestos por el contexto. (Muñoz, 2013, p, 80) 
 
1.2. Fines de la Ley de Justicia y Paz 
Los fines de la Ley de Justicia y Paz por el Gobierno de la época en cabeza del ahora 
Senador Álvaro Uribe Vélez, era llevar a cabo la facilitación de procesos de paz para la 
reincorporación de los miembros de grupos armados a la vida civil de manera individual o 
colectivamente, donde debía garantizarse la verdad, justicia y la reparación integral. En 
comparación con la Ley de Víctimas Ley 1448 de 2011, busca la verdad, justicia, 
reparación e incluye la no repetición como garantía para terminar con el conflicto armado. 
Se puede decir, que con el nuevo sistema que también hace parte de la justicia transicional 
es más completa frente a los derechos de las víctimas.  
Es necesaria para la Ley de Justicia y Paz que las autoridades estatales se hagan 
cargo de “la investigación, procesamiento, sanción y beneficios judiciales de las personas 
vinculadas a grupos armados organizados al margen de la ley que decidan desmovilizarse y 
contribuir decisivamente a la reconciliación nacional y a garantizar los derechos de las 
víctimas”. (Ministerio de Justicia, 2017) 
Las personas a la que va dirigida la ley es a los grupos armados que se han dedicado 
a desarrollar el conflicto armado en el país, aquéllos que tengan la intención de 




pertenecer a los grupos armados alzados en armas, los cuales deben comprometerse 
también a participar en el proceso judicial y obtener algunos beneficios jurídicos señalados 
en la Ley 782 de 2002.  
Cuando los desmovilizados han dejado las armas de manera colectiva para el 3 de 
diciembre de 2012 por intermedio de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz se debió 
solicitar la postulación a la Ley de Justicia y Paz hasta antes del 31 de diciembre de 2012. 
Al momento de la desmovilización colectiva, si la persona estaba privada de la libertad, 
pero el grupo lo acredita como integrante del mismo puede acceder a la ley de justicia y 
paz, cumpliendo los mismos requisitos impuestos al grupo ilegal, adicionalmente al 
solicitar la postulación se otorgará  mediante sentencia judicial. Cuando no estuviere la 
persona acreditado su pertenencia al grupo debe acreditarse ante del 31 de diciembre de 
2012 mediante sentencia judicial, además, deben ser valorados unos asuntos a la Fiscalía 
General de la Nación:  
 
a) La pertenencia del solicitante al grupo armado organizado al margen de la ley.  
b) La privación de la libertad al momento de la desmovilización colectiva del respectivo 
bloque o frente. 
c) La voluntad de colaborar con la administración de justicia y con el esclarecimiento de la 
verdad. 
Al terminar dicha valoración, la Fiscalía General de la Nación deberá emitir un concepto a 
la Oficina del Alto Comisionado para la Paz. (Ministerio de Justicia, 2017) 
 
       En el evento que la persona se ha desmovilizado individualmente con anterioridad a la 
expedición de la Ley 1592 de 2012 debe solicitar por escrito la voluntad de acogerse a la 
Ley de Justicia y Paz al Ministerio de Defensa Nacional antes de la fecha señalada como 
plazo para entrar a gozar de garantías otorgadas por el gobierno (31 de diciembre de 2012). 
Ahora bien, existió la posibilidad de acogerse a la Ley de Justicia y Paz con posterioridad a 
la expedición de la Ley 1592 de 2012 con un año de prorroga ante el Ministerio de Defensa, 





La Ley de Justicia y Paz permite conceder una pena alternativa por la contribución del 
beneficiario a la consecución de la paz nacional, por su colaboración con la justicia, la 
verdad, la reparación integral a las víctimas y su adecuada resocialización. Esta pena 
alternativa consiste en la imposición de una medida privativa de la libertad por todos los 
delitos confesados y respecto a los cuales se acepte su responsabilidad por un periodo 
mínimo de cinco años y no superior a ocho años. (Ministerio de Justicia, 2017) 
       Estos procesos de justicia y paz se llevaron a cabo por magistrados de las salas 
delegadas para la realización de la Ley de Justicia y Paz, donde debieron imponer penas 
conforme al Código Penal de los delitos que fueron desarrollados en función del grupo 
alzado en armas.  
        Allí, se otorgaría una pena alternativa cuando se hubiere favorecido al esclarecimiento 
de los hechos, decir la verdad y se repare a la víctima, comprometidos con su propia 
resocialización a través de la educación, trabajo y enseñanza mientras esté privado de la 
libertad, “a promover actividades orientadas a la desmovilización del grupo armado al 
margen de la ley al cual perteneció. Cumplidas todas las obligaciones, la pena principal se 
declara extinguida”. (Ministerio de Justicia, 2017) 
Los anteriores beneficios pueden ser revocados por el juez de ejecución de 
sentencias, cuando el desmovilizado acogido por la ley de justicia y paz hubiere presentado 
unas circunstancias particulares:  
 
a) si durante la ejecución de la pena el beneficiario incurrió en delitos dolosos; 
b) si incumple injustificadamente alguna de las obligaciones impuestas en las sentencias 
dictadas en su contra; o 
c) si se determina que el postulado no entregó, denunció o reportó todos los bienes 
adquiridos por él o por el grupo al que pertenecía. En este caso, se harán efectivas las penas 
principales y accesorias ordinarias previstas en las sentencias”. (Ministerio de Justicia, 
2017) 
 
       Para conservar el beneficio jurídico de la Ley de Justicia y Paz, debe cumplir a 




para que se le conceda como beneficio la libertad en un término igual a la mitad de la pena 
alternativa impuesta, teniendo en cuenta que sería una prueba para el individuo el cual 
debió comprometerse a:  
 
a) No reincidir en la comisión de conductas delictivas, cualquiera sea su naturaleza. 
b) Presentarse periódicamente ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial que 
corresponda y a informar cualquier cambio de residencia. Cumplidas las anteriores 
obligaciones, y transcurrido el período de prueba, se declarará extinguida la pena ordinaria 
(principal y accesoria) inicialmente determinada en la sentencia. (Ministerio de Justicia, 
2017) 
 
1.3. Justicia Transicional en Colombia  
             La justicia transicional abarca todos los procesos y mecanismos para solucionar 
abusos de grupos armados al margen de la ley en razón del conflicto armado. “La 
implementación de medidas interconectadas con el fin de defender los derechos a la verdad, 
justicia, la reparación y las garantías de no repetición generaría la seguridad jurídica 
necesaria para los miembros de grupos armados” (Internacional Crisis Group, 2013, p, 1) 
La justicia transicional ha avanzado en Colombia desde la Ley de justicia y paz 
diseñada para enfrentar los graves crímenes de miembros de grupos paramilitares que 
fueron desmovilizados.  
 
La jurisprudencia posterior de las cortes naciones e internacionales, las reformas 
legales y nuevas medidas, tales como la ley de Víctimas y Restitución de Tierras (Ley 
de Víctimas) de 2011, el Marco jurídico para la paz del 2012 y los Acuerdos de 
contribución a la verdad histórica y reparación bajo la Ley 1424 de 2010, han 
reconfigurado tanto las normas como la práctica. Como resultado, se ha producido una 
red cada vez más densa de leyes e instituciones y se ha ganado una importante 
experiencia en materia de justicia transicional, pero también se ha limitado el margen 
de maniobra para el actual proceso de paz. Aún más, la reforma de 2012 a la LJP 




existe el riesgo de que las ambigüedades presentes en el Marco Jurídico para la Paz 
puedan ser aprovechadas. (Internacional Crisis Group, 2013, p, 3) 
            La justicia transicional es una de las formas por las cuales los países dejan atrás 
periodos graves de conflicto armado que han lesionado los derechos humanos de manera 
masiva o sistemática, por ello, se crea un sistema especial para plantear posibilidades que 
den paso al cambio con el fin de buscar la paz y seguridad nacional. “La necesidad de 
responder con legitimidad a esas violaciones de derechos masivas, cuando su propia 
magnitud y la fragilidad social actúan como condicionantes, es lo que define a la justicia 
transicional y lo que la diferencia del fomento de los derechos humanos y, en general, de su 
defensa”. (ICTJ, 2017) 
Para Sandoval y otros (2009) la justicia transicional se ha configurado con el deseo 
de las sociedades de salir de la crisis, para reparar un sistema que ha sido fracturado en sus 
valores democráticos. “el valor principal de la justicia transicional es el paradigma entre la 
paz y la justicia: no como la satisfacción de una justicia necesariamente criminal, sino de 
otras formas de la misma” (p, 37) 
 
Colombia está desarrollando medidas de justicia transicional en medio de un complejo 
conflicto que sigue activo y que implica a numerosos actores: el Ejército, grupos 
paramilitares de extrema derecha, la guerrilla comunista de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC) y otros grupos rebeldes. Asimismo, muchas son las 
causas de la violencia, desde la lucha por los recursos naturales y la propiedad de la tierra 
hasta el crimen organizado y el tráfico de drogas. Se estima que el número de víctimas de la 
violencia supera los cuatro millones –Colombia es el segundo país del mundo con más 
desplazados internos, que viven en la extrema pobreza. (ICTJ, 2012) 
         Valdivieso (2012) nos dice que: “la justicia transicional debe entenderse como el 
esfuerzo por construir la paz sostenible tras un periodo de conflicto, violencia masiva o 
violación sistemática de los derechos humanos”. (p, 630) 
Van Zyl (2008) define que el objetivo de la justicia transicional implica llevar a 




víctimas y se promueva a la reconciliación. (p, 14) Para Ambos (2007) es un instrumento 
jurídico político para enfrentar las infracciones a los DDHH y el DIH en contextos de 
transición que pasan a de un estado dictatorial a uno democrático para superar el conflicto 
armado y conseguir la paz. (p, 25)  
Ahora, López y otros (2009) destaca los primeros instrumentos que se dieron para 
buscar la paz a través de la Ley 782 de 2002, “precedida por una voluntad política 
gubernamental, abre espacios jurídicos para la desmovilización y reincorporación a la vida 
civil de los participantes en el conflicto armado aportando a un proceso de paz” (p, 137) 
Con el Decreto 128 de 2003 se reglamentó a la Ley 782 de 2002 para otorgar 
beneficios como el indulto, la preclusión de la instrucción, suspensión de la ejecución de la 
pena, etc., sin embargo, aquéllas reglamentaciones no tenían en cuenta la reparación de la 
víctima como deber internacional. (Valdivieso, 2012, p, 631) 
Por ello, se expide la Ley de Justicia y Paz donde por primera vez incorpora el 
gobierno medidas que proteja a la víctima y garanticen su reparación integral, “se 
incorporan estrategias jurídicas para la desmovilización de miembros de grupos armados 
organizados al margen de la ley, acompañadas con medidas de reparación para las 
víctimas” (Cuervo; Hinestroza y Bechera, 2007, p. 17).  
De Greif (2005) evidencia que con la ejecución de la ley no se cumplen con los 
principios de justicia, verdad y reparación, no garantiza una real reparación integral como 
lo prevé el gobierno de la época. (p, 30) 
 
Esta situación es bastante preocupante, puesto que, al no diseñar mecanismos rigurosos de 
investigación, se comienza a incumplir con los estándares de justicia y verdad. De modo 
que podría interpretarse como negligencia estatal la no construcción de recursos efectivos 
de justicia que busquen la verdad y, de acuerdo al Estatuto de Roma, si no se garantizan las 
investigaciones y juicios razonables podría abrirse la puerta para una eventual intervención 




       Sikkink (2010) refiere a la legitimidad de la ley la cual fue cuestionada “puesto que se 
ha señalado que fue aprobada por un Congreso integrado por más de sesenta miembros 
vinculados judicialmente por vínculos con grupos paramilitares”. (p, 494).  
       Orozco (2009) considera que las medidas adoptadas no fueron pertinentes ya que no se 
ajusta a los principios internacionales, no cumple con los fines para los cuales fue creada, la 
verdad, justicia y reparación que son de obligatorio cumplimiento en el marco de la justicia 
transicional. Es preocupante que las disposiciones políticas coyunturales manejen cierta 
discrecionalidad del Presidente o gobierno encargado, y no se ejecuten los principios 
constitucionales orientadores del respeto de los derechos de las víctimas. (p, 61) 
       Uprimny y Saffon (2005) muestran que es necesario que en la justicia transicional se 
manejen los estándares internacionales de verdad, justicia y reparación parámetros que no 
se pueden eludir en procesos tan delicados para alcanzar la paz, y que en principio deben 
lograr proteger los derechos de las víctimas. (p, 175) 
Con la Ley 1448 de 2011 bajo la presidencia de Juan Manuel Santos que muestra la 
voluntad de reparar a las víctimas y hacer parte del proceso de justicia transicional de 
verdad, justicia, reparación y no repetición.  
 
“Esta ley contempla importantes avances en materia de obligaciones derivadas de los 
estándares internacionales en el marco de procesos de justicia transicional sobre verdad, 
justicia y reparación. La ley, parte del reconocimiento del conflicto armado, establece una 
definición amplia de víctima del conflicto que permite el pleno reconocimiento de todos sus 
derechos y del proceso de restitución de tierras, no discrimina las víctimas por razón del 
victimario, traslada la carga de la prueba de la víctima hacia la responsabilidad del Estado 
sobre los procesos judiciales y fomenta una participación de las víctimas en todo el proceso 







1.4. Línea del Tiempo Mecanismos de Justicia Transicional en Colombia  
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Los anteriores son mecanismos y normas que se han creado en razón de llevar a cabo 
una justicia transicional que se acomode a los procesos de paz y negociaciones, necesarias 
para cambiar las realidades sociales que son afectadas por la guerra llevada a cabo por 
grupos armados al margen de la ley. 
Las normas son creadas en su gran mayoría por el Ejecutivo estableciendo la 
importancia de culminar favorablemente con los procesos transicionales, resaltando la 
importancia de garantizar y cumplir con los derechos de las víctimas en el marco del 
conflicto armado, para que alcancen los fines de las normas que son la verdad, justicia, 
reparación y no repetición, no obstante, el presente documento se centrara en la reparación 
simbólica como forma de cumplir con una garantía para las víctimas o más bien como un 
beneficio para los victimarios que han transgredido los derechos humanos, el Derecho 
Internacional Humanitario y la Constitución Nacional.  
Estas normas de justicia transicional son tan importantes y especiales, que logran 
entender las necesidades de las víctimas, sin embargo, también considera la posición de 
quienes están dispuestos a cumplir con condiciones que permitan obtener algunos 
beneficios para personas que se encuentren en proceso de desmovilización.  
Como ya se ha reiterado el estudio se centrará en la forma de reparación simbólica, 
la recuperación de la verdad a través del perdón, un método o herramienta que da lugar a 
conseguir pasar de un estado de guerra o un estado de paz, un estado que permita la tregua, 













La Reparación simbólica como medida en la Justicia Transicional  
          Como se mencionó en el capítulo anterior, se requiere la revisión de la reparación 
simbólica, el manejo que ha tenido a través del mundo por los Estados que han deseado 
salir de un estado de guerra a un estado de paz, a través de un proceso de justicia 
transicional que tienen como objetivos llegar a la verdad, justicia, reparación y no 
repetición. 
Dentro de esas formas de reparación, existe la reparación simbólica, aquella a la 
cual se la hace necesario responder a las víctimas por símbolos, como el perdón individual, 
colectivo, hacer memoria al mundo entero de los actos que se han repetido por tantos años 
en una sociedad que sufre de ambición de poder, de guerra, de muertes en medio del 
conflicto armado. 
La reparación simbólica es estudiada como eje central del presente documento, 
atendiendo a las realidades de las víctimas que han pasado por esta experiencia, que para 
unos es enriquecedora y para otros, es revictimizante, ya que no entienden el hecho de que 
solo por pedir perdón puedan resarcir los daños causados por el conflicto armado.  
La reparación simbólica es una reparación anhelada tal vez para los victimarios y no 
para las víctimas, una situación que a lo largo del trabajo investigativo ha de resaltarse ya 
que en muchas ocasiones las víctimas repudian ver a los seres que tanto daño han causado, 
y adicional a ello les piden perdón, cuando al hacer este acto simbólico no podrán devolver 
el tiempo, ni resarcir el daño integralmente. No obstante, existen algunas víctimas que, por 
medio de este acto, lo convierten en un acto de perdón y de cerrar el ciclo de la guerra y la 
venganza que tanto daño ha traído al país.   
 
2.1. Conceptos de Reparación Simbólica  
         En Latinoamérica se han llevado a cabo diferentes procesos de justicia transicional, lo 




con las garantías para las víctimas del conflicto armado. Para iniciar con la observación de 
la reparación simbólica en Latinoamérica, es necesario rescatar los conceptos que se han 
dado, los elementos esenciales que constituyen ese tipo de reparación con el fin que se 
rescate la memoria de todo un pueblo que ha sufrido de la lesión de derechos humanos.  
Botero (2016) define la reparación simbólica la cual relaciona con los derechos de 
las víctimas como el reconocimiento a la verdad, memoria, la reunificación familiar, etc., es 
un asunto que va más allá de la indemnización material.  
 
Esta reparación simbólica llama a la realización de acciones y procesos tales como, a)el 
papel del Estado en cuanto garante de las condiciones necesarias para la reconstrucción de 
la memoria; b) la creación del Centro de Memoria Histórica cuya finalidad sea recoger, 
preservar y salvaguardar materiales pertinentes y relevantes para las víctimas; c) La 
creación del Museo de la Memoria cuya función sea la de preservar y presentar las historias 
de las víctimas sobre el conflicto colombiano; d) la celebración del Día Nacional de las 
Víctimas para honrar los acontecimientos sufridos por las víctimas; e) la realización de 
investigaciones que permitan la construcción colectiva del conflicto colombiano; y e) la 
recolección de testimonios orales de las experiencias e historias de las víctimas. (Botero, 
2016, p, 101) 
       Ramírez y Sora (2013) establecen la importancia de “la realización de un Tribunal 
Simbólico resulta estratégica este año en la medida en que está haciendo trámite en el 
Congreso de la República el Proyecto de Ley de Víctimas y el Proyecto de Ley de Tierras. 
La apuesta con el Tribunal Simbólico es darle a la violencia cometida en el marco del 
conflicto armado un tratamiento público proporcional con la gravedad y complejidad que 
ha tenido este delito en el país, de lo cual se derivan como sus posibles alcances”. (p, 10) 
La reparación simbólica en la aplicación de la justicia transicional busca crear los 
cimientos de una nueva sociedad, donde es necesario que las víctimas busquen 
necesariamente la indemnización económica, sino que “la sociedad en su conjunto sea la 




vuelva a repetir esa historia, estas son las funciones de las reparaciones simbólicas” (Patiño, 
2010, p, 54) 
 
Las reparaciones simbólicas son medidas específicas de carácter no pecuniario ni 
indemnizatorio que buscan subvertir las lógicas de olvido e individualidad en las que suelen 
caer las sociedades en donde se perpetraron violaciones a derechos humanos, ampliando 
hacia la comunidad el dolor de las víctimas, a través de una mirada crítica de lo pasado que 
trasciende al futuro. (Patiño, 2010, p, 54) 
         Con la reparación simbólica se presume que se une a la comunidad con la víctima, 
permitiendo conocer su historia a partir del dolor, lo que llevaría a cabo la construcción de 
una sociedad a partir de la historia. 
Las reparaciones simbólicas deben buscar la dignificación y reconocimiento de las 
víctimas, recordar la verdad de los hechos victimizantes y solicitar perdón y asumir la 
responsabilidad por parte de los victimarios. (Patiño, 2010, p, 55) 
 
2.2. Observación Reparación Simbólica en Latinoamérica  
 
Argentina:   
         Es un país que también ha sufrido de la lesión de los derechos humanos por la 
dictadura militar suscitada entre 1976 a 1983, donde se dieron diferentes desapariciones de 
personas, por ello, al culminar esa guerra se creó la Comisión Nacional de Desaparición de 
Personas (CONADEP), ente que debía recopilar los testimonios existentes de los hechos de 
violencia que se dieron para recuperar la memoria colectiva, abrir espacios para la 
recepción de denuncias que se enfocarían en la búsqueda de la verdad, justicia y reparación 
al interior del país y por personas que se encontraban exiliadas que se refugiaron en otros 
países y fueron testigos de delitos que lesionan los derechos humanos. (Cuya, 2011) 
Al desarrollar sus funciones CONADEP y organizar la información obtenida de los 




detenciones ilegales y cautiverio de prisioneros en centros de detención clandestinos. 
Afirmó también y demostró que los militares en muchos casos tomaron a la familia 
completa como víctima, llevándose igualmente a la esposa del secuestrado, organizando 
partos en los campos de detención, apropiándose de los bebes nacidos en cautiverio, 
secuestrando además a los abuelos que reclamaban por sus hijos y nietos”. (Cuya, 2011) 
Así mismo, se refleja que en la comisión de conductas lesivas al DIH y los DDHH 
el poder judicial intervino en contra de la sociedad, participaron en contravía de los 
derechos de las víctimas que se encontraban secuestradas, los mecanismos judiciales no 
operaron, no se lograron las investigaciones para dar con el paradero de las personas 
desaparecidas.  
 
 Testimonio en Argentina  
 
          Uno de los testimonios que se logra captar de la violencia y desaparecimiento de 
personas en Argentina, evidencia el dolor y trauma incalculable de una madre que ha 
perdido a sus hijas, no sabe ni conoce del paradero de ellas:  
 
Yo quiero morir en paz, pero mientras no sepa el destino de mis hijas desaparecidas, 
mientras no encuentre la verdad de lo que pasó con ellas, jamás podré morir en paz. Y 
tampoco puedo vivir en paz me dijo una de las madres de Plaza de Mayo en noviembre de 
1998 en Buenos Aires. Ella explicó que sufre mucho al no tener una tumba a donde ir para 
ponerle flores en memoria de las hijas no enterradas. Podemos imaginarnos el gran drama 
de miles de familiares de desaparecidos en nuestro continente, privadas incluso del derecho 
al duelo. (Cuya, 2011)  
 
          Se descubrieron después de nueve meses de trabajo por la Comisión un informe 
avalado por más de 50.000 testimonios y denuncias, el cual lleva el nombre “Nunca Más”, 
reconociéndose la desaparición de 8.960 personas debidamente comprobadas con 





El Informe establece que en Argentina existían 340 centros clandestinos de detención, 
dirigidos por altos oficiales de las Fuerzas Armadas y de Seguridad. Allí los detenidos eran 
alojados en condiciones infrahumanas, y sometidos a toda clase de humillaciones. También 
indica que “De algunos de los métodos de tortura empleados en esa guerra interna no se 
conocían antecedentes en otras partes del mundo”. En esos años de la dictadura militar, las 
técnicas de tortura argentina se exportaron a Guatemala, Bolivia y El Salvador”. (Cuya, 
2011) 
 
            CONADEP resultó ser un ente en cooperación de la conservación de la memoria 
pública, colaborador de la búsqueda de la verdad donde hicieron partícipes a las víctimas, 
familiares, testigos, se hicieron presentes las diversas denuncias de abusos cometidos por la 
FFAA, con lo cual se llevó a cabo una reparación simbólica en Argentina donde miles de 
víctimas fueron recordadas en el informe “Nunca Más”  
 
El Informe “Nunca Más” asegura que miles de personas fueron exterminadas, habiéndose 
destruido previamente sus cuerpos para evitar su posterior identificación. “A los delitos de 
los terroristas, las Fuerzas Armadas respondieron con un terrorismo infinitamente peor que 
el combatido, porque desde el 24 de mayo de 1976 contaban con el poderío y la impunidad 
del estado absoluto, secuestrando, torturando y asesinando a miles de seres humanos”, 
señaló el Informe. (Cuya, 2011) 
 
         Los derechos humanos fueron violentados de manera orgánica por el ente estatal, por 
las fuerzas armadas que se dedicaron a cometer actos aberrantes como secuestros y 
desapariciones forzadas que sucedían a diario.  
 
La CONADEP elaboró una lista “secreta” de 1351 represores, entre ellos altos jefes 
militares y policiales, así como médicos, jueces, periodistas, obispos y sacerdotes católicos 
que actuaron como Capellanes de los militares y que colaboraron con ellos en la represión. 
Según Horacio Verbitsky, “Los notables accedieron a omitir en su Informe los nombres de 
los 1.300 acusados en los testimonios recogidos, con el argumento de que eran inocentes 




           Los informes fueron divulgados con los responsables de dichos ataques en 
noviembre de 1984 en diario nacionales “revista El Periodista”, aparecen algunos como “el 
Obispo Pío Laghi, Nuncio Apostólico del Estado Vaticano en Argentina, el ex Obispo de 
La Plata, Antonio Plaza, el Monseñor Emilio Graselli, el sacerdote Christian Von Wernich, 
el capellán Pelanda López, y el Monseñor Adolfo Tórtolo, Vicario de las Fuerzas 
Armadas”. (Cuya, 2011) 
También en canal de televisión en el año 84´ se emitió programa de 90 minutos 
donde se resumieron los resultados de la investigación de CONADEP, aunque la FFAA se 
opuso y tuvieron represarías con la cadena de televisión no lograron su cometido. 
Las investigaciones de la Comisión se han seguido complementando a través de 
juicios de la verdad que se llevan a cabo por el Tribunal de la Plata y en otras ciudades del 
país, así mismo, se continúa con los procesos penales después de la anulación de leyes de 
impunidad.  
 
Actualmente en el 2011 alrededor de 1000 acusados de violaciones a los derechos humanos 
en Argentina están presos, hay juicios por casi todo el, país, que se difunden por televisión, 
y se condena ya a los culpables. El juez Rafecas declaró durante una Audiencia Pública en 
la sede del Parlamento Europeo en Bruselas: “En Argentina se invirtieron muchas energías 
en el esfuerzo por la reconciliación, pero eso fue falso. Hemos perdido todo ese tiempo 
(casi 15 años). Ahora comprobamos que no se dio ningún paso adelante para la 
reconciliación” Por su parte el abogado Rodolfo Yanzón aunque reconoció los avances en 
materia de juicios a los violadores de los derechos humanos en Argentina, aclaró que hay 




          En Chile la historia marcó precedente con la guerra sufrida y lesión a los derechos 
humanos con las políticas del general Augusto Pinochet, sin embargo, este fue derrotado 
políticamente al ser elegido Patricio Aylwin quien creó la Comisión Nacional de la Verdad 




violaciones a los derechos humanos que fueron cometidos, así mismo, se diera el proceso 
judicial en contra de los responsables de delitos cometidos.   
 
En el Decreto de Aylwin se especificó que se entenderá por graves violaciones las 
situaciones de detenidos desaparecidos, ejecutados y torturados con resultados de muerte, 
en que aparezca comprometida la responsabilidad moral del estado por actos de sus agentes 
o de personas a su servicio, como asimismo los secuestros y los atentados contra la vida de 
personas cometidos por particulares bajo pretextos políticos. El Presidente Aylwin encargó 
a la Comisión reunir antecedentes que permitan individualizar a sus víctimas y establecer su 
suerte o paradero. “El Resultado de las investigaciones de la Comisión conocida como 
“Comisión Rettig, por el nombre de su presidente” fue un Informe de tres partes en la que 
se incluyó una Relación de los hechos de violaciones de los derechos humanos, algunas 
recomendaciones para reparar el daño una reseña biográfica de las 2,279 personas respecto 
de las cuales la Comisión se formó una Convicción de que murieron o desaparecieron como 
víctimas de la violación a sus derechos humanos en Chile, entre ellos 132 miembros de las 
fuerzas del orden. (Cuya, 2011) 
 
            Se pudo verificar en las investigaciones de la Comisión de la Verdad que se había 
creado una fuerza secreta que se encargaba de la violación de los derechos humanos 
(DINA), las fuerzas armadas que dependían de la Junta de Gobierno y de la Presidencia de 
la República.   
 
Agrega el Informe de la Comisión de la Verdad, que: Este organismo, en el hecho secreto, y 
así libre de controles e injerencias, tenía la amplia misión de reunir y evaluar la información 
que después se emplearía para tomar importantes decisiones de Gobierno. 
Después de sus investigaciones sobre los desaparecidos y asesinados por las fuerzas del 
orden la Comisión recomendó la reparación pública de la dignidad de las víctimas, y 
diversas medidas de bienestar social, pensión única de reparación, atención especializada en 
salud, educación, vivienda, condonación de ciertas deudas y exención de la obligatoriedad 





            La Comisión recomendó al Estado implementar medidas jurídicas y administrativas 
para que las víctimas obtuvieran la verdad, se reparara integralmente a las víctimas, pero 
sobre todo, se recordara a la sociedad los sucesos que habían lesionado los derechos 
humanos, es decir existiera una reparación simbólica o moral, así mismo, se recomendó la 
penalización por el ocultamiento de información que pudiera esclarecer los hechos y 
pudieran arrojar más víctimas.   
 
En enero de 1992 el gobierno chileno, mediante la ley 19.123 creó la Corporación Nacional 
de Reparación y Reconciliación, para ejecutar las recomendaciones de la Comisión de 
Verdad y Reconciliación, especialmente en la reparación material de los daños causados por 
la dictadura pinochetista, calificada por la Comisión como “una tragedia desgarradora”. En 
esa misma ley se estableció una pensión mensual en beneficio de los familiares directos de 
las víctimas de violaciones de los derechos humanos o de violencia política (cónyuge 
sobreviviente, madre o padre, hijos menores de 25 años) como también el derecho a algunas 
prestaciones de salud por los servicios públicos respectivos, y a becas de estudio en la 
enseñanza media y superior para los hijos. (Cuya, 2011) 
 
          Las víctimas de Chile esperaron más de 30 años después del golpe de Estado para ser 
reconocidas como “victimas”, para pedir al Estado la reparación de daños ocasionados, 
restablecer sus derechos a través de las Comisiones de Verdad y Reconciliación, 
actualmente siguen los juicios en Chile, existen cerca de 250 condenas y 70 que se llevan a 
cabo en prisión efectiva. Para el 2010 se seguían presentado denuncias por los crímenes 
bajo la dictadura.  
 
El Salvador:  
            El Salvador realizó un acuerdo de paz entre 1989 y 1992 donde el Gobierno y el 
grupo guerrillero (FMLN) negociaron la dejación de armas, por ello, se crea también la 
Comisión de la Verdad, que la integraron tres expertos extranjeros que iniciaron el trabajo 




Se invitó a las víctimas de derechos humanos a que se acercaran para presentar sus 
denuncias mediante anuncios en periódicos, radio y televisión, de esta manera se puede 
llegar a rescatar que el Estado se encontraba interesado en resarcir sus daños e implementar 
mecanismos y medidas que garantizaran sus derechos humanos, rescatar la memoria 
pública de los crímenes de lesa humanidad. Sin embargo, el llamado no surtió efecto al 
principio por el miedo de quienes habían sufrido amenazas, torturas, desaparecimientos, 
secuestro por parte del grupo guerrillero.  
 
La Comisión investigó en primer lugar la violencia ejercida por agentes del Estado contra 
los opositores políticos. Allí ubicó el asesinato de los seis sacerdotes jesuitas y las dos 
acompañantes en el Centro Pastoral de la Universidad Centroamericana (1989). En seguida 
analizó diversas ejecuciones extrajudiciales, como el asesinato de los dirigentes del Frente 
Democrático Revolucionario, las religiosas norteamericanas, los periodistas holandeses, así 
como los ataques a diversos organismos de Derechos Humanos, las desapariciones 
forzadas, las masacres de campesinos por la Fuerzas Armadas (Casos Mozote, Río Sumpul 
y El Calabozo). Después investigó los asesinatos cometidos por los escuadrones de la 
muerte, entre ellos el de Monseñor Óscar Arnulfo Romero. (Cuya, 2011) 
 
              Se investigaron los tipos de violencia del grupo guerrillero FMLN en contra de 
alcaldes, jueces, campesinos, ejecuciones extrajudiciales a colaboradores del gobierno, 
militares, etc., no obstante, algunos integrantes de la fuerza armada estuvieron implicados 
en la violación de los derechos humanos, por ello, se exigió por parte de la Comisión de la 
Verdad del El Salvador que fueron retirados de la institución por los hechos graves 
cometidos en razón del conflicto.   
Se recomendó por parte de la Comisión diferentes cuestiones: “Reformar la 
legislación penal y el Poder Judicial, efectuar depuraciones en las Fuerza Armadas, Fuerzas 
Policiales y dentro de la administración pública; inhabilitación política a las personas 
involucradas en violaciones de los derechos humanos y del derecho humanitario, por un 
lapso no menor de diez años. También recomendó investigar y terminar con los grupos 





Igualmente, la Comisión recomendó que el gobierno salvadoreño otorgue una reparación 
material y moral para las víctimas de la violencia y sus familiares directos que se debería 
concretar en la entrega de tierras, brindar equipamiento agropecuario, ofrecer becas de 
estudio, etc. Los acuerdos de Paz fijaron un calendario de actividades, muchas de las cuales, 
como la entrega de tierras a los combatientes de ambos lados, y la Compensación 
económica, sólo se han cumplido en mínima parte. En la práctica el Estado salvadoreño no 
se interesó en el cumplimiento de los acuerdos”. (Cuya, 2011) 
           Cuya (2012) sostiene en su estudio comparado de los periodos de justicia 
transicional que las investigaciones son un proceso inconcluso, se afirma que El Salvador 
es uno de los países más peligrosos de Latinoamérica y del mundo conforme lo establecen 
las estadísticas de la Organización Mundial de la Salud (OMS). “Entre el primero de enero y 
el 16 de junio de 2010 según la policía, se cometieron 2.000 homicidios, en su mayoría con armas 
de guerra. La tasa de homicidios actual es de 76 por cada 100.000 habitantes, la más alta del 
continente americano y semejante a las tasas que se verificaban durante la guerra civil, de 1980 a 
1992.” (Cuya, 2011) 
  
Perú:  
           En Perú con la guerra y vulneración al DIH y los Derechos Humanos en la dictadura 
de Alberto Fujimori, se implantó la transición en el gobierno de:  
 
Valentín Paniagua confió a su Ministro de Justicia, Diego García Sayán, experto de 
la Comisión Andina de Juristas, la tarea de formular la propuesta de una Comisión 
de la Verdad para el Perú, tal como lo venían demandando intensamente las ONGs y 
los familiares de las víctimas de la violencia. Inmediatamente en diciembre del 
2001, se constituyó el Grupo de Trabajo Interinstitucional para la creación de una 
Comisión de la Verdad con participación de representantes del Estado y de diversas 
entidades representativas de la sociedad civil. Así se reconoció el aporte que la 
sociedad civil podría dar al proceso de verdad, justicia y reconciliación. Luego se 





            La CVR dio inicio a su trabajo en el 2001 donde da prioridad a las víctimas quienes 
tiene el derecho a la justicia los cuales deben ser sometidos a una jurisdicción especial y no 
a la ordinaria: 
 
La Comisión de Verdad y Reconciliación del Perú en sus conclusiones generales estableció 
que “…la cifra más probable de víctimas fatales de la violencia es de 69,280 personas.” Y 
agregó que “Estas cifras superan el número de pérdidas humanas sufridas por el Perú en 
todas las guerras externas y guerras civiles ocurridas en sus 182 años de vida 
independiente”.  
También estableció que “la población campesina fue la principal víctima de la violencia. De 
la totalidad de víctimas reportadas, el 79% vivía en zonas rurales y el 56% se ocupaba en 
actividades agropecuarias”. 
En su conclusión 167 la CVR presentó un “Plan Integral de Reparaciones donde se 
combinan formas individuales y colectivas, simbólicas y materiales de resarcimiento el Plan 
pone énfasis en i) las reparaciones simbólicas, el rescate de la memoria y la dignificación de 
las víctimas ii) la atención a la educación y a la salud mental, iii) las reparaciones 
económicas individuales y colectivas. (Cuya, 2011) 
 
            Las víctimas a pesar de ser reconocidas e inscritas en el registro único de victimas 
asegura que el Estado es lento, y no se han conseguido las reparaciones debidas desde hace 
25 años, las mismas están muriendo sin obtener la reparación integral “las instancias 
públicas se jactan de lo bueno de su trabajo y se lanzan acusaciones recíprocas, pero el 
resultado es que no hay reparaciones para las víctimas. Al ser las reparaciones vistas como 




          En Guatemala se crea la Comisión de Esclarecimiento Histórico en el marco del 
acuerdo de paz que fue firmado en Oslo (Noruega) en 1994, un acuerdo que estableció las 





I. Esclarecer con toda objetividad, equidad e imparcialidad las violaciones a los derechos 
humanos y los hechos de violencia que han causado sufrimientos a la población 
guatemalteca, vinculados con el enfrentamiento armado. 
II. Elaborar un informe que contenga los resultados de las investigaciones realizadas y 
ofrezca elementos objetivos de juicio sobre lo acontecido durante este período abarcando a 
todos los factores, internos y externos. 
III. Formular recomendaciones específicas encaminadas a favorecer la paz y la concordia 
nacional en Guatemala. La Comisión recomendará, en particular, medidas para preservar la 
memoria de las víctimas, para fomentar una cultura de respeto mutuo y observancia de los 
derechos humanos y para fortalecer el proceso democrático. (Cuya, 2011) 
 
             En Guatemala se estableció un régimen similar al de El Salvador donde la 
Comisión de la Verdad debería ser reservada para garantizar los secretos de las fuentes de 
información, para proteger a los testigos e informantes. El Acuerdo de 1994 se estableció 
que el gobierno no podía interferir e impedir los enjuiciamientos ni sanciones adoptadas a 
los responsables de la violación de los derechos humanos. “El Acuerdo Final de Oslo 
ignoró el primer compromiso, al establecer que los trabajos, recomendaciones e informe de 
la Comisión no individualizarán responsabilidades, ni tendrán efectos o propósitos 
judiciales”. (Cuya, 2011) 
 
En Guatemala, la Comisión de Esclarecimiento Histórico recomendó como medida de 
reparación “que: cree y ponga en marcha con carácter de urgencia un Programa Nacional de 
Reparación a las víctimas de las violaciones de derechos humanos y hechos de violencia 
vinculados con el enfrentamiento armado y sus familiares.” 
Recomendó también que “el Programa Nacional de Reparación comprenda medidas 
individuales y colectivas inspiradas en principios de equidad, participación social y respeto 
de la identidad cultural, entre las cuales necesariamente han de figurar: Medidas de 
restitución material para restablecer, en lo posible, la situación existente antes de la 
violación, particularmente en el caso de la tierra. Medidas de indemnización o 
compensación económica de los más graves daños y perjuicios como consecuencia directa 
de las violaciones de los derechos humanos y del derecho humanitario. Medidas de 




salud mental comunitaria, así como la prestación de servicios jurídicos y sociales. Medidas 
de satisfacción y dignificación individual que incluyan acciones de reparación moral y 
simbólica.” 
En algunos contados casos las medidas de reparación han incluido en Argentina, Chile y 
Guatemala, la entrega de los restos de las víctimas de la violencia a sus familiares, para que 
les den la sepultura de acuerdo a sus creencias y costumbres. Este paso ha sido muy 
importante para poder desarrollar, aunque tardíamente, el proceso del duelo y la toma de 
conciencia de la pérdida del ser querido. Así los familiares podían empezar con la 
recuperación psicoterapéutica. (Cuya, 2011)  
 
            Todos estos ejemplos que se relacionan son mecanismos para la recuperación de la 
verdad, a través de la Comisión de la Verdad, sin embargo, esta misma estaría inmersa en el 
cumplimiento de los derechos de las víctimas, las cuales son necesarios para recuperar la 
memoria individual y colectiva, pero así mismo, permitir un acercamiento entre la víctima 
y el victimario para el esclarecimiento de hechos y la obtención del perdón como 
reparación simbólica.   
 
2.3. Reparación simbólica por orden internacional 
              En las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos la reparación 
simbólica se encuentra establecida en las medidas de satisfacción, “son medidas que 
proveen reparación a la víctima de forma simbólica o representativa, pero también tienen 
un impacto en la comunidad y el entorno social a lo interno del Estado, y repercusión 
pública”. (Rojas, 2008, p, 111) 
Son órdenes impuestas de Altos Tribunales Internacionales de obligatorio 
cumplimiento, donde en la mayoría de ocasiones los Estados con condenados a otorgar a 
las víctimas las indemnizaciones, reparación de perjuicios, reparación del daño moral, 
reparación simbólica, adoptar medidas de protección y garantías para la no repetición de los 




A continuación, se expondrán diversos casos de demanda ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos que han versado en defensa de las víctimas a las 
cuales se les ha vulnerado y lesionado los principios rectores del nacimiento de sus 
derechos inalienables, imprescriptibles e inembargables. En el caso de demanda en contra 
del Estado de Guatemala se ordenó como medidas de satisfacción:  
 
Acto público de reconocimiento de responsabilidad, donde ordena la recuperación de 
memoria de las victimas fallecidas y desaparecidas, donde el Estado Guatemalteco 
manifiesta que para este efecto existe una oficina en el municipio de Rabinal para otorgar 
medidas de dignificación de las víctimas, que contiene un resarcimiento moral y 
comunitario.  
Así como lo ha hecho en otros casos contra Guatemala, la Corte ordena al Estado realizar 
un acto público de reconocimiento de responsabilidad en el cual se haga referencia a los 
hechos del caso, al contexto de violaciones graves y masivas de derechos humanos 
perpetradas por el Estado, y a la responsabilidad internacional declarada en los términos de 
esta Sentencia. El acto deberá realizarse en la aldea Chichupac, en idioma español y en la 
lengua maya achí, y transmitido a través de medios de comunicación televisivos y/o 
radiales, dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. De igual forma, por las características específicas del presente caso, y en aras de 
crear conciencia sobre las consecuencias de los hechos del mismo, en dicho evento de 
reconocimiento deberán estar presentes altos funcionarios estatales. (CIDH, Caso miembros 
de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas Municipio de Rabinal vs. Guatemala. 2016) 
 
            Para estos eventos, el Gobierno debe organizar ceremonia pública con las víctimas y 
sus representantes, sufragando los gastos para transportar a las mismas que se encuentran 
en Guatemala para que presencien el acto simbólico.  
 
El Estado responsable de un hecho internacionalmente ilícito está obligado a dar 
satisfacción por el perjuicio causado por ese hecho en la medida en que ese perjuicio no 
pueda ser reparado mediante restitución o indemnización. La satisfacción puede consistir en 
un reconocimiento de la violación, una expresión de pesar, una disculpa formal o cualquier 




y no podrá adoptar una forma humillante para el Estado responsable.” En las palabras del 
primer comentario al artículo, “[e]l carácter bastante excepcional del recurso a la 
satisfacción y su relación con el principio de la reparación íntegra se ponen de relieve en la 
frase ‘en la medida en que ese perjuicio no pueda ser reparado mediante restitución o 
indemnización.’ Sólo en los casos en que esas dos formas no hayan proporcionado la 
reparación íntegra puede ser necesaria la satisfacción. (Rojas, 2008, p, 111) 
 
            En el caso Yarce vs. Colombia el Estado ordenó como medidas de satisfacción en 
pro de las víctimas que:  
 
El Estado publica que, en el plazo de seis meses posteriores a la fecha de notificación de la 
sentencia, en el Diario Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional las partes 
relevantes de la sentencia, lo que deberá ser consensuado con las representantes y víctimas. 
Asimismo, requirieron que la publicación también esté disponible de manera inmediata en 
el sitio web oficial de la Presidencia de la República, el Ministerio de Relaciones Exteriores, 
el Ministerio de Defensa, la Fiscalía General de la Nación, permaneciendo allí hasta su 
cumplimiento total. Pidieron también que se “ordene al Estado [… un reconocimiento 
público de responsabilidad y pedido de disculpas a las cinco lideresas y sus familias, a 
través de la trasmisión oficial por televisión en horario AAA, de la lectura por parte del 
Presidente de la República de un texto en el que se reconozca dicha responsabilidad”. La 
Comisión no se refirió a estas solicitudes. 
El Estado solicitó a la Corte no tener en cuenta el requerimiento de las representantes de un 
“reconocimiento público”, ya que consideró, en su caso, suficiente la sentencia y su 
publicación”. (Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Yarce Vs. Colombia, 
2016, p, 105) 
             La Corte Interamericana comprende esas medidas que no son pecuniarias y son de 
tipo simbólico, que son alcance y repercusión a la luz pública, donde se busca que se 
investiguen hechos y sanciones a los responsables de la vulneración de derechos humanos, 
“el reconocimiento de la dignidad de las víctimas o transmitir un mensaje de reprobación 
oficial de las violaciones de los derechos humanos de que se trata, brindar la oportunidad de 




generen repudio social y cobren conciencia ciudadana ante la lesión de los principios del 
DIH y DDHH.  
Las formas dispuestas de satisfacción simbólica para las víctimas no son rígidas y 
solo dependen de las circunstancias de casa caso, es decir, que se toman diferentes 
categorías para su imposición: Determinación y reconocimiento de responsabilidad, 
disculpa (perdón), publicidad y conmemoración. (Rojas, 2008, p, 112) 
 
2.4. Reparación simbólica por orden judicial  
 
             La reparación judicial es una de las formas de proteger los derechos de las víctimas 
que han sufrido graves violaciones a derechos humanos, el Estado no puede entonces 
desconocer que es posible la reparación por vía judicial.  
 
Es decir, adelantar un proceso judicial ordinario del cual, pueda obtener la protección de sus 
derechos a la verdad y a la reparación y que así, un juez de la República juzgue al 
responsable de la comisión del delito y conceda a las víctimas la reparación a la que haya 
lugar. Incluso, las víctimas pueden optar solo por acudir ante las instancias judiciales, en 
cumplimiento de su derecho fundamental de acceso a la administración de justicia. (Corte 
Constitucional. Sentencia T-054 de 2017. MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo) 
 
            La reparación es entonces un mecanismo eficaz para la justicia restaurativa según 
Forer (2012):  
 
La reparación simbólica se propone como un mecanismo eficaz que permite la 
implementación de la justicia restaurativa en el escenario transicional colombiano. En 
efecto, mediante la implementación de medidas simbólicas de variada índole que tengan por 
propósito la mitigación del sufrimiento de las víctimas, su dignificación y la reconciliación 
nacional, el Estado colombiano podría materializar la efectiva reparación de las víctimas en 
Colombia, así como el desarrollo de medidas tendientes a la reconciliación nacional y que 





             Así también, expone el ejemplo del manejo de la reparación simbólica en otros 
países como por ejemplo Argentina con el movimiento del “siluetazo” una medida de gran 
potencial restaurador, mediante la elaboración de siluetas alusivas a las víctimas de la 
dictadura militar se dignifica la memoria de las víctimas -quienes participan en el desarrollo 
del proceso reparador, se rinde un homenaje a sus nombres en el marco de procesos 
públicos de indagación y permanente reflexión sobre ese periodo aciago de la historia 
argentina. (Forer, 2012) 
Por medio de esta figura se logra a través de sentencia judicial a nivel nacional o 
internacional que el Estado rinda emotivos símbolos de reparación a quienes han sufrido las 
consecuencias de una guerra que lesiona los principios del DIH y los DDHH. Los daños de 
esta naturaleza se deben liquidar según la Corte Suprema de Justicia conforme a sentencia 
unificadora del Consejo de Estado del 28 de agosto de 2014, daños de naturaleza inmaterial 
autónomos que deben resarcirse a través de medidas de reparación simbólica:  
 
(…) El daño a bienes o derechos convencionales y constitucionalmente amparados es un 
daño inmaterial autónomo que se repara principalmente a través de medidas de carácter no 
pecuniario y, en tal virtud, las medidas de restitución, rehabilitación, satisfacción y 
garantías de no repetición, tienen efectos expansivos y universales, toda vez que no 
solamente están destinadas a tener incidencia concreta en la víctima y su núcleo familiar 
cercano, sino a todos los afectados, y aún inciden más allá de las fronteras del proceso a la 
sociedad en su conjunto y al Estado. (Corte Suprema de Justicia. (Corte Suprema de 
Justicia. radicación 36784. MP. Fernando Alberto Castro Caballero, 2017, p, 36) 
 
              La reparación del daño inmaterial es una reparación simbólica tal cual lo 
menciona la Corte Suprema de Justicia y que el Consejo de Estado resalta algunas 





 La reparación del daño debe cumplir con el ejercicio de los derechos de la víctima, 
reparación orientada a, restaurar derechos constitucionales, constitucionales de 
manera individual o colectiva.  
 Lograr que desaparezcan las causas que originaron el daño, o lograr que por lo 
menos la victima pueda volver a disfrutar de los derechos dentro de la posibilidad y 
condiciones que se tuvieron antes que ocurriera el daño. 
  Propender a la no repetición de los hechos que ocasionaron el daño 
Buscar la igualdad sustancial  
 La reparación del daño que es dispositiva, medidas que operan de oficio siempre 
que se acredite la calidad de victima  Legitimación de las víctimas del daño, que 
reconoce a las víctimas de manera directa como por ejemplo, las del núcleo 
familiar, el cónyuge o compañero(a) permanente y parientes hasta el 1 de 
consanguinidad “incluida la relación familiar biológica, la civil derivada de la 
adopción y aquellas denominadas "de crianza", en atención a las relaciones de 
solidaridad y afecto que se presumen entre ellos” 
            Es un daño frente al cual se confirme el rol del juez de responsabilidad 
extracontractual como reparador integral de derechos vulnerados, sin desconocer que las 
indemnizaciones que tradicionalmente han venido siendo reconocidas impactan directa o 
indirectamente en los derechos de las víctimas; sin embargo, en tratándose de vulneraciones 
o afectaciones relevantes a derechos constitucional y convencionalmente amparados, se 
impone la necesidad de que el juez acuda a otras medidas, con el fin de reparar plenamente 
a las víctimas. (Consejo de Estado, Sección Tercera-Sala Plena, sentencia del 28 de agosto 
del 2014, rad. 32988, con ponencia de quien proyecta el presente fallo). 
Las medidas de reparación simbólica se encuentran encaminadas a la satisfacción 
del perjuicio donde los demandados deben ofrecer disculpas públicas y pedir perdón a 
través de medios de comunicación. Medidas donde el Estado tiene algún tipo de 





En procesos adelantados por graves violaciones a los derechos humanos, cuyo objeto de 
debate puede ser la responsabilidad en cabeza del Estado o a cargo de personas naturales, 
amplio ha sido el desarrollo acerca de los derechos de las víctimas en especial a la 
reparación, el cual comporta varias dimensiones que se orientan principalmente a 
mecanismos diferentes al pago de una suma de dinero con el fin garantizar medidas 
resarcitorias de restitución, indemnización, rehabilitación y satisfacción. (Corte Suprema de 
Justicia. radicación 36784. MP. Fernando Alberto Castro Caballero, 2017, p. 42) 
 
             En la presente sentencia se establece que los jueces de la República en procesos 
donde verse la responsabilidad de la lesión de los derechos humanos y principios del 
Derecho Internacional Humanitario puede imponer medidas de restablecimiento del 
derecho de carácter no pecuniario, donde debe manifestar arrepentimiento y ofrecer 
disculpas a la victimas por su comportamiento 
Las medidas que consisten en la restitución y rehabilitación de sus derechos, 
adjudicar medidas simbólicas como el ofrecimiento de disculpas, ceremonias 
conmemorativas y monumentos a las víctimas que han caído en la guerra histórica en 
Colombia.  
 
2.5 Teoría del perdón  
 
              El perdón tiene una función ético correctivo según Muñoz (2012) es un proceso de 
reconciliación que busca la verdad, justicia y reparación, donde el valor del perdón tiene un 
sentido muy importante para la satisfacción de quienes hacen parte de la justicia 
transicional, tanto víctimas, victimarios y el Estado.  
 
Sin perdón, se dice, no puede haber paz, pues solo mediante el perdón es posible superar la 
asimetría entre las partes en conflicto. Sin perdón, al parecer, no es posible establecer el 




en conflicto, el perdón se ha convertido, por lo tanto, en un momento constitutivo y 
fundamental de todo proceso que aspira a la paz. (Muñoz, 2012, p, 316) 
             No obstante, la función del perdón no es clara entre los individuos, solo es una 
aproximación de reconciliación en una dimensión político, jurídica, social, cultural y 
religiosa, donde se pretende el intercambio de una verdad, justicia, reparación, no 
repetición para otorgar el perdón por parte de las víctimas, y por parte de los victimarios 
que ellos ofrezcan disculpas públicamente para obtener unas garantías especiales al hacer 
parte del régimen de justicia transicional. 
Es un proceso que el Estado ha acogido por voluntad y recomendación de entes 
internacionales que vigilan la protección y garantía de los derechos humanos, así mismo, 
esta garantía es protestataria del ente estatal donde la víctima pasa a un tercer plano, ya que 
esas disculpas son públicas y no tanto directas a las reales víctimas del conflicto armado.  
 
Ya no se trata tanto del perdón como un acto individual a través del cual un individuo –la 
víctima- entra en relación con otro individuo –el victimario- buscando la verdadera 
reconciliación, sino del perdón como un acto a través del cual el Estado perdona en nombre 
de las victimas sin darles verdaderamente voz en dicho proceso. El problema ético, que 
dicho procedimiento trae consigo, se hace visible cuando el perdón parece fomentar así la 
impunidad, legalmente justificada en la soberanía del Estado, o cuando se le confunde con 
la amnistía, el juicio, el castigo o la reparación. (Muñoz, 2012, p, 317) 
              Es la imposibilidad de la víctima perdonar actos que han lesionado gravemente los 
derechos humanos propios o de sus familiares, donde los resultados son irrisorios al dolor 
que realmente ha soportado, es un cuestionamiento que toda la sociedad realiza al Estado, 
ya que lo que interesa a la víctima es el poder tener a sus familiares desaparecidos o 
muertos devuelta, situaciones imposibles que la guerra ha propiciado en contra de los 
habitantes de Colombia y del mundo entero. 
Para Jankélévitch (1999) el perdón “pertenece en efecto, al ámbito extralegal, 
extrajurídico de nuestra existencia”, no se puede obligar a las personas a pedir disculpas 




menos aún al recibir disculpas y perdonar a los agresores de los derechos supremos de las 
personas.  
Es difícil establecer por qué pedir perdón, el aceptar esas disculpas cuando se ha 
causado un dolor para toda la vida, donde las lesiones son graves al arrebatar lo más 
importante de la vida de un ser humano, un familiar, sus tierras, sus recuerdos, etc., sin 
embargo, el perdón ha sido contemplado como aquella nueva oportunidad a la vida, de 
seguir sin resentimientos, poder retomar en idóneas condiciones la vida propia y la de sus 
familiares, recuperar una vida social, reintegrarse a la sociedad, aceptar oportunidad 
otorgadas por el Estado como vivienda, educación, alimentación y trabajo.  
 
Que en el acto de perdonar se instaura una dinámica que libera del dolor y que contribuye a 
una relación positiva consigo mismo, es algo que deseo mostrar siguiendo la lógica del 
perdón que, al igual que el amor, descansa “en mediaciones simbólicas sustraídas tanto al 
orden jurídico como al de los intercambios comerciales” (Ricoeur, 2005, p, 227). 
 
               El perdón como correctivo de la política del perdón son confusiones que se deben 
a una contaminación entre la lógica judicial (Dorida, 1998), el perdón cada vez está al 
servicio de una finalidad que no muchas veces es noble o espiritual, solo espera una 
normalidad en lo social y político, no busca una verdadera liberación o reconciliación.  
 
Mediante un trabajo de duelo, mediante una terapia o ecología de la memoria, entonces el 
“perdón” no es puro, ni lo es su concepto. “El perdón no es, no debería ser, ni normal, ni 
normativo, ni normalizante. Debería permanecer excepcional y extraordinario, sometido a 
la prueba de lo imposible: como si interrumpiese el curso ordinario de la temporalidad 
histórica” (Derrida, 1998). En esta misma dirección argumenta Lefranc, siguiendo a Derrida 
y a Jankélévitch. Para asociadas, por añadidura, a medidas de su amnistía, mientras que el 
“verdadero” perdón no puede a priori avenirse a una traducción jurídica (citado por Muñoz, 





            El perdón de Estado es un perdón otorgado por un tercero según lo manifiesta 
Lefranc (2005), un concepto que tiene dos frentes, uno ético que imposibilidad el perdón 
político y jurídico; y el otro que es pragmático que se remite a la realidad social y lo 
transforma en fenómenos políticos como por ejemplo al amnistía.  
 
Para dar adecuada cuenta del concepto del perdón es clave para apelar a la distinción que 
hace Derrida entre un perdón condicional y un perdón incondicional. En el primer caso del 
perdón depende del arrepentimiento. El perdón sólo es concedido cuando el ofensor se 
arrepiente verdaderamente y pide perdón, cuando se compromete a reparar el daño que ha 
hecho y está dispuesto a convertirse en una nueva persona. El ofendido, dicho idealmente, 
ve el bien el otro y decide perdonarlo. No es difícil ver que el perdón condicional es 
limitado ya que depende de la reacción del otro. Si este no se manifiesta, si es indiferente, si 
se acoge simplemente al perdón estatal, aceptando a regañadientes las condiciones para una 
amnistía, el verdadero perdón no tiene lugar, la víctima siguiendo siendo presa del rencor. 
(Muñoz, 2012, p, 318) 
            El perdón nace de un sentimiento sincero del ofensor para con el ofendido, es 
deseable y fomenta al restablecimiento de valores y autoestima en la vida, un perdón que no 
espera ninguna contrapartida, trata de un perdón absoluto que perdona lo impensable, lo 
imposible algo que no puede configurarse en político o jurídico. Existe entonces, una 
aparente irracionalidad del acto del perdón lo que ha conllevado a pensar que éste tiene 
sentido desde que exista arrepentimiento y remordimiento real del victimario. “Se trata de 
casos límite en el que el perdón se convierte en una necesidad para el individuo, o si se 
quiere, en lo único a lo que puede apelar para instaurar un nuevo orden apolítico y 
ajurídico”. (Muñoz, 2012, p, 319) 
Se puede llegar a pensar en el perdón y el restablecimiento de una relación que está 
rota por un daño irreparable, seguramente con ayuda psicológica entre los partes que deben 
intervenir en la situación particular, sin embargo, normalmente es una situación que 
difícilmente culmina con un final feliz. El perdón es considerado como un acto protocolario 





No obstante, puede haber también un perdón que no necesariamente implique que la 
relación seguirá existiendo de la misma manera que antes. En este caso decimos, alguien 
fue perdonado, pero no recupero la confianza. El restablecimiento de la relación es, por 
decirlo así, incompleto. El perdón otorgado es ciertamente un don que, si mucho, 
transforma un lado de la relación. Finalmente, puede presentarse el caso, en el que alguien 
ha sido perdonado, a pesar de que no ha lamentado su falta y no ha pedido perdón. Aquí el 
perdón es una necesidad por parte de la víctima, una necesidad de recuperar la estabilidad y 
la tranquilidad en la vida. Si bien ha sido objeto de un daño, entiende que el ser humano 
puede cometer errores. Además, el recuerdo de lo vivido le mueve a perdonar. No dice nada 
y sólo espera, que el agresor algún día vuelva y se quiera reconciliar. Los tres casos 
descritos muestran, que el perdón no implica necesariamente el restablecimiento de una 
relación rota o de un nuevo estado. Todo puede salir bien y seguir siendo como antes, sí 
incluso mejor. (Muñoz, 2012, p, 322) 
 
2.5.1 El Valor Psicológico del Perdón 
              Echeburúa (2013) establece la importancia del perdón como un valor psicológico 
el cual debe renunciar con buena disposición de ánimo para obtener la satisfacción de una 
ofensa recibida, sin guarda resentimiento o rencor. Es un acto que nace con naturalidad ante 
la lesión o agravio a una persona conocida como víctima, que normalmente lo que busca es 
la venganza para que exista un equilibrio. (p, 66) 
Ricoeur (2000) señala que el perdón es un don gracioso del ofendido al defensor por 
lo tanto nunca se debe, solo se puede demandar pudiendo ser rechazado legítimamente. Es 
un acto personal que nace de la conciencia de quien lo otorga y se familita otorgarlo cuando 
se ha reconocido el mal hecho.  
Mullet (2012) el perdón es la antítesis del olvido, no es ineludible de la memoria el 
agravio sufrido, sino que estas acciones son siempre detestables pero que implica la 
liberación del dolor. Para Kalayjian y Paloutzian (2009) el perdón es una colaboración 
consciente y racional de acabar con las heridas, de cerrar las cicatrices que dejaron los 




No obstante, el perdón no siempre culmina con la reconciliación, puede que la 
víctima no otorgue ese perdón, o que la persona quiera perdonar, pero nadie ofrece 
disculpas. Una experiencia que Echeburúa (2013) traslada es la de:  
 
María C. Florentina Pérez, de 87 años, natural de un pueblo de Zamora, no olvida los 
fusilamientos de sus padres y sus hermanos en la guerra civil, que eran maestros y fueron 
denunciados por el alcalde del pueblo, ya fallecido. Ella misma y su madre sufrieron la 
persecución del régimen. Cuando se le pregunta si perdona, responde: “¿Y a quién 
perdonó?”. Tiene, sin embargo, una actitud generosa cuando se le pregunta por el nombre 
del delator: “No, no lo diré, porque tiene hijos, y los hijos no son culpables de las canalladas 
de sus padres” (El País, 27 de enero de 2003). 
 
Capacidad del Perdón y Diferencias Individuales  
 
            Ofensores: son incapaces de pedir perdón por su rigidez, fanatismo, desconfianza, 
rasgos psicopáticos. Por ello, es fundamental revisar cuales son los trastornos metales 
anómalos que impiden el perdón.   
 
Tabla 1. Culpa anómala: trastornos mentales implicados 
 
 
POR EXCESO                                        : Depresión 
                                                                    Personalidad obsesiva 
POR DEFECTO                                     : Psicopatía 
                                                                    Personalidad paranoica 
 
Fuente. (Echeburúa, 2013, p, 67) 
 





             Esta visión va encaminada a rehacer la vida de las personas que han sufrido a la 
lesión de derechos humanos, o que han perdido algo por culpa de personas que desarrollan 
el mal y es muy difícil otorgar ese perdón. Sin embargo, son situaciones que difícilmente 
pueden olvidarse pero que puede llegar a disminuir el dolor a través del perdón sincero. 
“No se puede cambiar lo que nos ha ocurrido en la vida, peros sui se puede modificar 
nuestra mirada y nuestra actitud hacia esos mismos sucesos para reinterpretar su significado 
de una forma más positiva”. (Echeburúa, 2013, p, 68) 
 
Perdonar es la antítesis de la tendencia natural a la venganza inmisericorde que anida en el 
corazón del ser humano. El ansia de desquite está marcada a fuego en la naturaleza humana. 
No se debe a una víctima impedir expresar su deseo de venganza. Los sentimientos de 
venganza son tan psicológicamente necesarios como socialmente inadmisibles. La venganza 
está excluida de nuestra civilización, pero no está excluida de nuestros corazones. La 
intensidad de los sentimientos de venganza está vinculada al grado de humillación 
experimentado por la víctima. Sin embargo, la venganza, que es un acto de represalia sin 
beneficio y que va más allá de la reacción de defensa, es siempre excesiva y resulta 
insaciable: abre una puerta que es difícil luego de cerrar. La venganza, igual que el odio, no 
termina nunca de satisfacerse. Es un mecanismo adaptativo negativo, sobre todo cuando no 
es una mera reacción inicial, sino que se mantiene en el tiempo. (Echeburúa, 2013, p, 68) 
 
               Con el perdón desde los dos puntos de vista se quiere evitar el odio y el rencor que 
es lo que más genera en la sociedad guerra, es lo que no permite conseguir la paz y la 
armonía entre pueblos, a los individuos y a las colectividades.  
 
El odio o el rencor son, de hecho, un motor para la acción humana, pero tienen un efecto 
destructor porque le impiden a la víctima implicarse en proyectos positivos. El odio 
enquistado al agresor (el rencor) absorbe la atención, encadena al pasado, impide cicatrizar 
la herida y, en último término, dificulta la alegría de vivir. El odio es un sentimiento 
negativo que solo hace daño a quien lo siente, se vuelve contra uno mismo y puede llegar a 
generar culpa y autodesprecio; a los defensores no les alcanza nada de ese rencor. El odio 




alivia con frecuencia, pero no consuela nunca. Estar anclado al reconocimiento produce una 
insatisfacción con la vida y un empobrecimiento de la vida personal y, en algunos casos, 
puede intensificar los síntomas de depresión y ansiedad preexistentes. (Echeburúa, 2013, p, 
68) 
 
             Ahora bien, el perdón puede traer aspectos psicológicos positivos como, por 
ejemplo: “no vivir atormentado, sacudirse el yugo del pasado, mejorar la salud (por 
ejemplo, dormir mejor, estar más relajado, consumir menos fármacos), reconciliarse 
consigo mismo y recuperar la paz interior. En cierto modo, perdonar no es hacer ningún 
favor a nadie, sino hacérselo a uno mismo. Perdonar es sinónimo de liberación. La persona 
que perdona experimenta una disminución del grado de resentimiento frente al otro. De este 
modo, sus comportamientos frente a la persona ofensora se vuelven menos negativos y sus 
actitudes menos distantes o menos agresivas. Sin perdón no hay presente ni futuro, solo un 
pasado que clama desagravio y que genera resentimiento o ira contenida. De este modo, 
deshacerse del rencor contribuye a deshacerse de una carga que puede resultar insoportable. 
La memoria sin ira, sin afanes vengativos, no abre, sino que cierra las heridas”. (Echeburúa, 
2013, p, 68) 
 
La conciencia moral del agresor, tempranamente adquirido en el proceso de socialización, 
es un potente inhibidor: se es consciente de que la violencia es una acción mala y de que 
genera sufrimiento en la víctima. Por ello, se experimenta un malestar emocional (la culpa), 
a modo de castigo interno; y si ello no es suficiente, el temor al castigo externo (acción de 
la justicia) puede servir de freno. La conciencia es la voz interior o el policía interior que 
todo el ser humano lleva dentro. (Sanmartín, 2004).    
 
Función psicológica del perdón en los ofensores 
 
            El perdón de los ofensores tiene una función psicológica ya que los ayuda a poner 
en conciencia de los actos irregulares que han cometido, a reintegrarse a la sociedad, 
adquirir aptitudes para retomar su vida en otros aspectos para hacer el bien. “Contribuye a 




para lavar o descargar la conciencia del remordimiento. Es una forma de ajustar cuentas 
con el pasado, sobre todo cuando se complementan con la reparación. Pedir perdón implica 








Tabla 2. Estrategias de afrontamiento ante la culpa 
ANTES DE LA APARICIÓN DE LA CULPA 
Estrategias evitadoras de la 






Atribución de la culpa: a la víctima, factores 
personales, factores externos.  
CON LA CULPA PRESENTE 
Estrategias inadecuadas Represión emocional 
Mero remordimiento 
Conductas autodestructivas: conductas 
excitantes, comportamientos adictivos, 
intentos de suicidio 
Conductas abyectas 
Estrategias adecuadas Orientadas a la reparación: directa o 
indirecta 
Conductas de altruismo 
Fuente. (Echeburúa, 2013, p, 70) 
 
               El perdón es el canje de la culpabilidad por la responsabilidad, para conseguir 
liberarse de la culpa con el peso de la responsabilidad, la verdad, justicia y reparación. Lo 
cual se vislumbra en la siguiente tabla:  
 
Tabla 3. Estrategias para controlar de los sentimientos de culpa 
 
1) Identificación de la conducta, conciencia de culpa y remordimiento 
2) Expresión verbal y emocional del arrepentimiento 
3) Solicitud del perdón 
4) Conductas de reparación: directas/indirectas 
Fuente. (Echeburúa, 2013, p, 70) 
 
            El perdón puede ser un elemento esencial para la reconciliación, siempre que se 
solicite una forma sincera. El perdón se puede pedir de muchas maneras; cuanto más 





La Reparación Simbólica en el Marco del Conflicto Armado en Colombia. Estudio de 
caso: Manpuján 
 
            Se requiere verificar la estrategia del Gobierno para cumplir con los objetivos de 
una justicia transicional, estableciendo que para las víctimas es difícil encontrase con la 
verdad condicionada al perdón de quienes hacen parte de la justicia especial para la paz. En 
este capítulo se tomará el ejemplo del caso del Manpuján y las historias que se suscitaron a 
través de las masacres, y la memoria que algunas mujeres tuvieron el valor de recuperar a 
través de la verdad y perdón.  
 
 





Fuente. Rodríguez. J L. (2015). Historia de un Éxodo: Manpuján 
En Colombia son diferentes los casos que se han reportado de víctimas en razón del 
conflicto armado, estas mismas que han entrado a hacer parte de una justicia transicional 
que tiene por fin la verdad, justicia, reparación y no repetición, en las formas de reparación 
como se ha mencionado anteriormente se encuentra la reparación económica y simbólica, 
esta ultima una de las más complejas, tanto para las víctimas y victimarios que son los 
actores principales de la Justicia Transicional.  
Se requiere entonces para el presente ítem, revisar un caso particular donde se 
evidencias las experiencias por las víctimas al hacer parte de un proceso de justicia 
transicional haciendo referencia al “perdón” o reparación simbólica. Para ello, se ha de 
observar y analizar el libro de edición de Sierra (2018) de la Universidad Externado de 
Colombia “Reparación Simbólica: jurisprudencia, cantos y tejidos” 
 
3.3.1. Caso Mampuján (Bolívar) 
             Los llamados tejidos de Mampuján representan escenarios de memoria que cuentan 
historias de guerra, se hacen llamar “Tejedoras de Mampuján” porque son un grupo de 
mujeres que se opusieron al silencio de las víctimas, se dedicaron a contar historias 
prohibidas sobre “masacres, asesinatos selectivos, desapariciones, desplazamiento forzado, 
secuestro, hambre, tortura, esclavitud, discriminación, marginación. Los trozos de tela 




los ausentes y los sobrevivientes; entre la comunidad afectada y los espectadores de la 
violencia”. (Ordoñez, 2018, p. 294) 
Un análisis que la Doctora Ordoñez (2018) refiere a la reparación de las víctimas se 
debe distinguir entre dos categorías (De Greiff, 2008) que corresponden a reparaciones 
materiales y reparaciones simbólicas, (…) “la categoría de la reparación simbólica puede 
incluir disculpas oficiales, el cambio de nombre de un espacio público, creación de días 
conmemorativos, construcción de museos, parques dedicados a la memoria de las víctimas, 
etc.” (p. 296).  
También expone que la reparación simbólica contiene algunas características tales 
son:  
 
 Una prestación: se convierte en una obligación de dar, hacer o no hacer, tal y como 
lo establece el legislador en el Código Civil de las obligaciones.  
 Triple dimensión: puede ser reconocida la reparación de manera individual, 
colectiva o conglomerado social. 
 Incorporación de tres derechos autónomos y dos garantías: incorpora y 
reivindica tres derechos autónomos (memoria histórica, restablecimiento de la 
dignidad de las víctimas y la verdad); el derecho a saber que se encuentra en el 
reconocimiento público de los hechos. Y las garantías son el de satisfacción y no 
repetición.  
 Diversidad de medidas: son diferentes ingredientes que son determinantes para 
llevar a cabo y en debida forma la reparación simbólica.  
 Multiplicidad de implicados: depende la reparación simbólica de la subjetividad 
de las víctimas, de manera individual o colectiva, “en punto de los fines de la 
garantía de satisfacción; y de las características y necesidades del conglomerado 






             En el contexto de Mampuján es un corregimiento fundado en el año de 1882, que 
forma parte de un Municipio llamado María la Baja, ubicado en el Departamento de 
Bolívar. Sus tradiciones se fundan en costumbres africanas, sus rasgos son de descendientes 
de negros, lo que conllevo a que la historia de esta población fuera enmarcada en una forma 
de resistencia, oposición a la esclavitud y discriminación.  
 
Mampuján es entonces la herencia de siglos de raigambre ancestral, que le permitió 
edificarse, construirse y reconstruirse desde la iconografía cotidiana de una África 
continental lejana, pero culturalmente trascendente, logrando consolidar una forma de 
percibir el mundo y la vida como comunidad autosuficiente, campesina, con vocación 
agrícola y ganadera 38, con tradiciones musicales, poéticas 39 y demás manifestaciones 
orales de raigambre africana, bajo la dinámica de familia extendida 40 y los rituales  en 
torno a la gastronomía y culinaria colectiva 41 propia de los puebles afros y demás 
instituciones propias de la diáspora africana. (Ordoñez, 2018, p. 309) 
 
             Las características de esta comunidad fueron modificadas con el paso del tiempo 
por grupos armados guerrilleros (ELN, EPL, FARC, PRT, AUC) que se refugiaron en los 
montes de María en los años setenta; lograron provisionarse de elementos que les ayudo a 
financiar la guerra, obtuvieron control territorial.   
 
Así, el bloque paramilitar que se impuso sobre la subregión de los Montes de María se creó 
en 1996 por decisión de los hermanos Castaño y Salvatore Mancuso, y gracias al apoyo de 
políticos, ganaderos, terratenientes y empresarios de la región 44. A partir del año 2000 y 
hasta el año de su desmovilización (2005) dicho bloque se conocería como Héroes de los 
Montes de María, comandado por Edward Cobos Téllez, alias “Diego Vecino”45, y sus tres 
frentes de acción: Golfo de Morrosquillo, comandado por Rodrigo Mercado Pelufo, alias” 
Cadena”;  Canal del Dique, comandado por Uber Enrique Banquez Martínez, alias 
“Juancho Dique”, y Sabanas de Bolívar y Sucre, comandado por William Ramírez Castaño, 
alias “Román Sabanas”. (Ordoñez, 2018, p. 3010) 
            Se generaron negocios lucrativos ilegales para las guerrillas, el negocio del 




la actualidad siguen funcionando en todo el territorio nacional de Colombia. “(…) para lo 
cual su inicio estuvo determinado por una operación militar que pretendía arremeter contra 
los frentes 35 y 37 de la guerrilla de las FARC-EP(47) y contra la población de El Salado y 
alrededores, como forma de retaliación de las elites regionales afectadas por extorciones, 
secuestros, ataques a sus propiedades y abigeato por parte de esta guerrilla”. (Ordoñez, 
2018, p. 311)  
Existió apropiación de tierras y de recursos naturales con os que contaba dicha 
población, lo que conllevo a maximizar los intereses de las empresas criminales lideradas 
por los grupos guerrilleros, y como consecuencia de ello, se generaron diferentes 
violaciones a los Derechos Humanos de la comunidad e individuos que conservaban sus 
raíces en las tierras del Mampujàn.  
 
El caso del Mampuján está precisamente inmerso en este patrón de destierro (abandono, 
usurpación, concentración de tierras, territorios y recursos naturales).  Así el 10 de marzo de 
2000, un grupo de 60 hombres pertenecientes al bloque Héroes de los Montes de María se 
reunieron en la finca El Palmar (San Onofre, Sucre), bajo las órdenes de Rodrigo Mercado 
Pelufo, alias “Cadena”, para posteriormente salir en tres camiones hacia el municipio de 
María La Baja, para arribar finalmente a Mampuján. Aproximadamente 150 hombres, 
portando armas (fusiles Galil, AK157, AK47, M60, R15, Faly) y prendas de uso privativo 
de las fuerzas militares, irrumpieron en el corregimiento de Mampuján (Bolívar) al caer la 
tarde, paralizando las actividades cotidianas de la comunidad y reuniendo por la fuerza a 
todos los habitantes (niños, niñas, mujeres, hombres, ancianos) en la plaza principal de la 
vereda, donde los tuvieron retenidos hasta la entrada de la noche, mientras decidían cual 
sería la suerte que debían afrontar los pobladores. (Ordoñez, 2018, p. 312)  
             Se llevó a cabo entonces la evacuación de la población, sin embargo, fueron 
torturados y maltratados en su dignidad humana y derechos humanos, así pues, 
aproximadamente 300 familias fueron obligadas a enfrentarse al fenómeno del 
desplazamiento forzado. Víctimas de otro delito que vulneró los derechos constitucionales 




Estas víctimas hicieron parte importante del proceso de reparación a través de la 
Ley 975 de 2005, que, con la ayuda de Fundaciones encargadas de restablecer los derechos 
de las víctimas, permitieron adoptar técnicas que permitieran que las mujeres hablaran de 
los hechos sucedidos en medio del conflicto armado, donde nace el primer trabajo y 
documento que permitiría hacer memoria histórica.  
El documento fue llamado “Mampuján día de llanto”, un trabajo que inicio desde el 
año 2006 que continúa escribiéndose y dando frutos a la sociedad, en rememorara a las 
víctimas y hacer que el país jamás olvide los hechos victimizantes que muchas familias 
atravesaron por la guerra suscitada por grupos guerrilleros al margen de la ley.  
Este derecho a la verdad y la memoria son un caso de la reparación simbólica el 
cual no contrae tanto dolor para las víctimas, sino que se convierte en una forma de 
sanación, el derecho a la memoria como bien se establece en los Principios de Joinet 
(1997), es el “derecho y deber de los pueblos de conocer las dinámicas opresivas en las que 
históricamente se ven inmersos, ya que son parte de su patrimonio dichas circunstancias, y 
eso es necesario para evitar la repetición” (Ordoñez, 2018, p. 317) 
 







Fuente. Quintero (2016, p. 302) 
 
            Son diferentes casos en Colombia y uno de ellos se dio en Trujillo, pobladores a los 
que es importante la memoria corporal, tanto para las víctimas y familiares de ellas, es 
decir, han necesitado de esculturas de las victimas desaparecidas o mortales, “los 
sobrevivientes suelen hacer uso de esa corporeidad para plasmar los recuerdos de sus 
víctimas, pero también en sus discursos aluden a lo que de ellos, de su espíritu, quieren 
rememorar”. (Quintero, 2016, p. 291) 
 
He ahí el tránsito de víctima a persona moral antes enunciado, en el que la persona moral se 
consolida como aquella que agencia por motivos e intencionalidades morales que le 
involucra a ella misma pero cuyas acciones la trascienden, dando lugar a la existencia y el 
reconocimiento del Otro. De esta forma, tanto víctimas como demás agentes de la 
reparación simbólica pueden de ser concebidos como personas morales, por cuanto sus 
acciones se orientan al otro desde la presunción de una responsabilidad que les atañe frente 
aquellos que en la vejación fueron desconocidos como un otro; haciéndose así mismas 





             La memoria juega un papel esencial en la reparación simbólica de las víctimas, es 
un escenario donde emergen situaciones ancladas al recuerdo, al silencio y olvido de 
situaciones que han generado traumatismos. Se consolidan estos elementos como un 
ingrediente inolvidable que reafirman las responsabilidades del Estado para con los 
derechos fundamentales de las víctimas. 
 
Para la búsqueda de garantías de no repetición en las que su integridad sea propugnada, y –
especialmente–para que se procure una reparación que les permita a quienes fueron dañados 
retornar a la condición anterior a la ocurrencia del vejamen – al menos en aquello que les 
sea dable –. En el escenario de la memoria son múltiples las escenas posibles de 
reconstrucción del pasado traumático, la reparación a víctimas es una de esas escenas en las 
que sin duda se plasma la pugna por posicionar lo que se ha de recordar u olvidar. 
(Quintero, 2016, p. 292) 
 
3.3.3. Municipio de Dabeida  
 
           Los actos de reparación simbólica según estudio de Tavera (2017) son una forma de 
resarcir los daños de las víctimas en medio del conflicto armado, conforme a sentencia del 
Tribunal Superior de Medellín de fecha del 24 de agosto de 2014 se dictó sentencia en 
contra del Bloque Élmer Cárdenas de las autodefensas campesinas que residían en Córdoba 
y Urabá por el asesinato de 11 personas en Dabeiba.  
 
Tres años después, el pasado 29 de abril, la alcaldía de este municipio del Occidente 
antioqueño, acatando el fallo del Tribunal, realizó un acto de reparación simbólica a las 
víctimas de ese grupo armado, con el fin de honrar su memoria y pedirles perdón por la 
connivencia de la Fuerza Pública con el accionar paramilitar. (Tavera, 2017) 
 
             El Tribunal de Justicia y Paz condeno a 8 comandantes paramilitares responsables 
de la toma de Dabeida en diciembre de 2001, con el propósito de liberar el municipio de las 
guerrillas de las Farc y Eln. Con estos juicios llevados a cabo por la Justicia y Paz se logró 




que cometieron delitos de lesa humanidad con constante colaboración de la fuerza pública, 
“quienes se suponía debían proporcionar la protección y velar por la garantía de los 
derechos fundamentales de los ciudadanos como campesinos, niños e indígenas, quienes 
carecían de salvaguarda alguna por parte de las entidades gubernamentales” (Tavera, 2017) 
 
          Como medida de reparación simbólica el Estado al ser responsable encomendó a 
instituciones del municipio de Dabeida la gestión de trámites que son necesarios y 
pertinentes para la creación y ubicación de una placa conmemorativa en la cual incluía un 
listado de victimas que fueron afectadas por las incursiones realizadas por el grupo 
paramilitar. (Tavera, 2017) 
 
           El 29 de abril de 2014 en la calle principal de Dabeida se realizó una marcha y una 
eucaristía, otra medida de reparación simbólica que requería el reconocimiento de 11 
personas asesinadas por el grupo paramilitar. “El acto de conmemoración fue tan discreto 
que pocos medios de comunicación lo conocieron; incluso. Algunos habitantes del 
municipio no se enteraron de las actividades programadas”. (Tavera, 2017) 
 
Para algunos integrantes de la Mesa de Víctimas de Dabeiba, la alcaldía solo 
cumplió con el mandato de la sentencia y no asumió un compromiso real con la 
reparación simbólica de las víctimas; además, aseguraron que a esa organización le 
notificaron la fecha del evento solo con dos días de anticipación. 
Como resultado de la falta de organización, a las actividades asistieron menos de 
cincuenta personas y no quedó muy claro el mensaje que se quería dejar con la placa 
conmemorativa. 
El caso de Dabeiba, entonces, abre un interrogante sobre la eficacia de este tipo de 
mecanismos de aceptación de la culpa y de resarcimiento de la dignidad de las 
víctimas. (Tavera, 2017) 
 
 












            Como se pudo observar las medidas de satisfacción entre ellas está la reparación 
simbólica que no contiene ningún contenido material sino inmaterial, del cual puede que 
participe o no la víctima, ya que los instrumentos internacionales se han encargado de 
sancionar al Estado por la responsabilidad de actos que violentaron los derechos humanos y 
deben ser conservados en memoria histórica, pedir las disculpas y perdón son necesarios 
antes medios de comunicación, en conmemoración publica, periódicos de circulación y 
diferentes mecanismos para decirle a la víctima ¡PERDON!, como una búsqueda de 
estrategias que pongan en conocimiento los delitos que se han ocasionado en una Nación 
con ayuda de la investigación de organismos estatales.  
 
            Mostar el arrepentimiento es una cuestión bastante difícil, que se pone en duda 
desfavorablemente para el agresor de los derechos humanos, ya que son conductas que han 
sido causadas repetitivamente, donde se han despojado vidas propias, asesinado, torturado, 
desaparecido, sin embargo, este perdón pedido se hace por los violentos que han dejado sus 
armas y hacen parte de una justicia transicional sea ley de justicia y paz, o justicia especial 
para la paz, donde es un deber otorgar esas medidas de satisfacción este o no presente la 
víctima, donde se manifiesta el Estado en representación de ellas para alcanzar la paz.  
 
            La reparación simbólica es más bien una cultura que ha recomendado el DIH para 
que se vincule a la víctima en un proceso de reconciliación con el victimario, no obstante, 
resulta ser algo incómodo para la víctima y familiares donde se ven revictimizadas por la 
burla que tanto el gobierno y los miembros que han dejado sus armas piden perdón para 
conseguir un beneficio para la disminución de la pena, o medidas alternativas de sanción, 
que lo que logran es el incremento de la inseguridad y desprotección de toda la sociedad.  
 
           Existen particularmente muchos casos en los que se presenta perdón a las víctimas 




ratificados por la Convención Americana de Derechos Humanos, y todo lo que hace parte 
del bloque de constitucionalidad.  
 
             En el caso de Gutiérrez Soler, tal y como lo manifiesta Cancado (2006) en 
audiencia pública el 10 de marzo de 2005 integrantes del Estado reiteran el reconocimiento 
de la responsabilidad internacional en el cas d´especie, y pidieron perdón en nombre del 
Estado a la víctima y sus familiares en el cas d´espéce, para contribuir con la dignificación. 
(p, 25) 
 
              De lo cual surge un cuestionamiento claro ¿dignificación es igual a perdón?, 
¿reparación simbólica es igual a perdón?, no se puede poner entre la espada y la pared a las 
víctimas de violaciones a los derechos humanos con la excusa de conseguir la paz, el 
perdón debe ser una opción sin representación alguna para la víctima, y para el caso del 
victimario o el ofensor, debe existir realmente un arrepentimiento que no sea impuesto por 
una orden judicial o la firma de un pacto entre gobierno y grupos guerrilleros al margen de 
la ley.  
 
              Como lo expresa Derrida el perdón de lo imperdonable debe ser motivado por sí 
mismo, por la pureza de dicho sentimiento, un verdadero arrepentimiento por parte del 
victimario, éste que al solicitar a la víctima debe hacerse cargo de la responsabilidad 
absoluta de los actos cometidos que lesionaron los derechos humanos de las victimas 
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